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La meta de los informes alternativos de la Organización Mundial Contra la
Tortura (OMCT) es prevenir la tortura

En sus informes relativos a los derechos del niño, la OMCT pretende analizar la legislación na-
cional en relación con los compromisos internacionales contraídos por los estados partes de la
Convención sobre los Derechos del Niño. Las misiones en las medidas de protección o fallos en
las garantías jurídicas favorecen las violaciones, incluyendo las más graves tales como la tortura,
la desaparición forzosa o la ejecución sumaria. 

En otras palabras, el objetivo perseguido por estos informes es poner de relieve las lagunas de
una legislación que a menudo, sin pretenderlo, contribuye a que se cometan los abusos más graves
en contra de los niños. 

Siempre y cuando se puede, el análisis jurídico queda corroborado por los Ilamados urgentes de
la OMCT relativos a la tortura de niños. Estas intervenciones urgentes (la OMCT recibe a diario so-
licitudes de acciones para casos graves de violencia perpetrada contra menores) sirven de base
a nuestra labor.

Los informes de la OMCT no se limitan a un análisis jurídico sino que exponen, además de los Ilamados
urgentes, otro aspecto de nuestra estrategia para acabar con la tortura. Estos informes concluyen
con unas recomendaciones que apuntan a cuantas reformas jurídicas resulten susceptibles de 
reducir la frecuencia de la tortura de niños. 

Los informes son sometidos al Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas que los
utiliza para analizar de que manera un país cumple con sus compromisos internacionales con 
respecto a los niños. Sus recomendaciones sobre la tortura, extraídas de los informes de la OMCT,
expiden un mensaje claro de la comunidad internacional sobre la necesidad de una acción para
acabar con los graves abusos cuyas victimas son los niños.
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Etiopía ha presentado ante el Comité de los
derechos del niño (denominado en el resto
del texto el Comité) su informe periódico, de
acuerdo con las disposiciones del artículo
44.1 (B) de la Convención sobre los derechos
del niño (denominada de ahora en adelante
la Convención). La OMCT aprecia este gesto
pero señala que las recomendaciones emiti-
das por el Comité en su última sesión1 no han
sido acatadas por el Gobierno etíope2.

En 1997 la OMCT presentó ante el Comité
un informe alternativo sobre Etiopía en el
cual expresaba su preocupación frente a 
varios problemas y proponía una serie de re-
comendaciones. En particular recomendaba
adoptar una definición clara de tortura en la
legislación etíope; endurecer las sanciones
para los autores de tortura en función de su
gravedad; modificar la legislación que per-
mite de condenar a un niño a partir de los 15
años a cadena perpetua y al castigo corporal;
así como separar a los niños de los adultos en
prisión3. 

En sus observaciones finales sobre el informe

anterior del Gobierno etíope, el Comité ex-
presó una profunda inquietud por el “actual
sistema de justicia de menores que no se ade-
cua a los artículos 37, 39 y 40 de la
Convención”4.

La OMCT ve como positivo el actual proyecto
de un nuevo Código de Asuntos de Familia
y un nuevo Código Penal etíopes, y reco-
mienda que el Gobierno etíope tenga en
cuenta las observaciones del Comité a fin de
garantizar a los niños protección suficiente
contra la violencia en general, la tortura, los
tratos degradantes y la privación de libertad.
Finalmente, se recomienda que un la pronta
creación de un sistema de justicia de meno-
res adecuado.

Etiopía ratificó la Convención el 14 de mayo
1991, entrando ésta en vigor el 13 de junio

Observaciones preliminares

1 - CRC/C/15/Add. 67.
2 - En su informe periódico, el Gobierno etíope afirma que “(...)

excepto ciertos cambios menores, las principales leyes
etíopes junto contra medidas gubernamentales, son am-
pliamente suficientes para implementar la Convención, (...)”
(CRC/C/70/Add. 7, para. 7, (énfasis añadido). Como se
muestra más abajo, la legislación etíope necesita todavía
cambios relevantes para acatar la Convención.

3 - OMCT, Derechos del Niño en Etiopía, 1997. Este informe
se encuentra disponible en las sedes de la OMCT.

4 - CRC/C/15/Add.67, para. 20.7



de 1991. Etiopía forma igualmente parte de
otros instrumentos internacionales relacio-
nados con los derechos humanos, los cuales
condenan la práctica de la tortura en los 
niños, en particular la Convención contra la
tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos, o degradantes, y el Pacto interna-
cional de derechos civiles y políticos. Según
el articulo 9 de la Constitución etíope estos
tratados internacionales forman parte del 
derecho interno. Estos tratados dan origen a
varias obligaciones y la OMCT reconoce la
voluntad de Etiopía de cumplirlas. Sin em-
bargo, la OMCT pide al Gobierno etíope que
preste más información sobre la posición de
los tratados internacionales con respecto a la
legislación nacional y le invita a ratificar la
Carta africana sobre los derechos y el bie-
nestar del niño.

La OMCT aprueba la adopción de la
Constitución de 1994 por la República
Federal de Etiopía, que contiene varias 
disposiciones dirigidas a una protección es-
pecial de los niños, en particular, el artículo
36, que contiene específicamente ciertos 
derechos fundamentales del niño. Además el
artículo 55 (14, 15) concede al Congreso etí-
ope (Houses of People’s Representatives) el po-
der para constituir una Comisión de derechos
humanos e instituir el Defensor del pueblo

(ombudsman). El articulo 18 prohíbe los tra-
tos inhumanos y los artículos 19, 20 y 21 re-
conocen los derechos de las personas
detenidas, de las personas acusadas y de las
personas mantenidas bajo detención.
Finalmente el artículo 37 establece el 
derecho de acceso a la justicia. La OMCT ve
con buenos ojos el proceso de consulta a 
parlamentarios, ONG’s y organizaciones in-
ternacionales que el Gobierno etíope ha im-
plementado para establecer la Comisión de
derechos humanos e instituir al Defensor del
pueblo5. Sin embargo, según algunas infor-
maciones, parece que la selección de las
ONGs autorizadas a participar en los dife-
rentes simposios fue arbitraria, ya que las
principales ONG’s nacionales de derechos
humanos no fueron invitadas. El Ethiopian
Human Rights Council, miembro de la red
OMCT - SOS Tortura- fue invitado muy tarde
a uno de estos simposios, lo que no le per-
mitió elaborar sugerencias detalladas. Las 
recomendaciones de asegurar la indepen-
dencia de las dos instituciones propuestas
adoptadas en la mayoría de estos simposios,
no han sido integradas en el proyecto final de
ley para crear la Comisión de derechos hu-
manos y el Defensor del pueblo. La OMCT
recomienda al Gobierno etíope que acelere
el proceso y establezca rápidamente la
Comisión de derechos humanos y el Defensor

5 - CRC/C/70/Add.7, para. 12-13. 8



del pueblo, garantizando su transparencia e
imparcialidad.

La OMCT observa que la legislación Etíope
contiene todavía disposiciones que parecen
no acatar la Convención, ni otros tratados in-
ternacionales ratificados por Etiopía además
de lagunas que podrían constituir un obstá-
culo para la protección efectiva de los dere-
chos del niño.

La OMCT lamenta que las autoridades etío-
pes hayan omitido información de impor-
tancia en su informe, en particular en lo que
concierne a los malos tratos o a la tortura de
facto a niños la protección de jure contra la
tortura y las penas aplicadas a los policías o
agentes del Estado responsables de viola-
ciones de niños, de las condiciones en las que
se hallan los niños en prisión, de los pro-
gramas para su reinserción y, del impacto que
tienen los conflictos armados sobre ellos.

9

2.1 La situación general de los
niños en Etiopía

Los niños sufren en general de malnutrición,
de escasez de higiene, de falta o escasez de
ropa decente, y de falta de servicios sociales
mínimos (de salud, educación y). También
suelen verse obligados a abandonar sus ho-
gares debido catástrofes naturales o provo-
cadas por el hombre. Los vagabundos
(incluidos los niños de la calle), el trabajo in-
fantil y la adicción al khat y posiblemente a

otras drogas, son problemas bastantes co-
rrientes. En lo que concierne a las niñas, el
matrimonio precoz (en la región de Amahara)
y el rapto (en Somalia y en otras regiones del
sur y del oeste), las prácticas tradicionales do-
lorosas como la mutilación genital femenina,
las incisiones, la extracción de las amígda-
las/campanilla, y la prostitución infantil cons-
tituyen prácticas todavía muy extendidas en
el país. En resumen, la pobreza e ignorancia
en la que se halla sumida la sociedad se ve
todavía más acentuada en los niños.

II. Observaciones generales
sobre la situación de los niños en Etiopía



Aunque a los niños se les estime, no parece
ocurrir lo mismo con sus necesidades y de-
rechos. Las creencias tradicionales y cultu-
rales, las actitudes y las prácticas de los
padres y de la sociedad en general parecen,
accidentalmente haber privado a los niños de
sus derechos fundamentales a la protección
contra la opresión, la explotación y las prác-
ticas dolorosas.

2.2 Los niños y los conflictos ar-
mados

Tan pronto como Eritrea se emancipó de
Etiopía en 1991, después de 30 años de gue-

rra, las relaciones entre ambos estados se nor-
malizaron rápidamente, continuando, sin em-
bargo, los litigios en algunas fronteras. En
mayo de 1998 un incidente entre soldados
etíopes y eritreos en la región de Badme, hizo
estallar de nuevo el conflicto entre los dos es-
tados. A pesar de numerosas tentativas para
resolver el conflicto por vía diplomática,6 la
guerra ha continuado, matando, hiriendo y
obligando a abandonar sus hogares a miles de
civiles, entre los cuales hay numerosos niños.
El 18 de junio de 2000 los dos estados acor-
daron el alto al fuego y desde ese día conti-
núan las conversaciones para la adopción de
un acuerdo final de paz7.

En la primavera del 2000 la delicada situa-
ción de emergencia en que se encontraba
Etiopía empeoró por la sequía, que comenzó
primero en las regiones del sur y del sudeste
del país, provocando que más de diez millo-
nes de personas necesitaran urgentemente
asistencia alimentaría. En esta cifra contamos
mas de 1.4 millones de niños menores de
cinco años8.

Además del conflicto con Eritrea, Etiopía se
ha visto confrontada con grupos armados de
oposición, el Frente de liberación de Oromo
(OLF), el Frente de liberación nacional de
Ogaden (ONLF) y el Frente para la unidad

6 - En enero 1999 el Secretario general de ONU designó a
Mohamed Sahnoun como Enviado especial diplomático para
la resolución del conflicto. El 10 de febrero de 1999 el
Consejo de seguridad de ONU ha condenado en la resolu-
ción 1227 el uso de la fuerza, y a proclamado el cese in-
mediato de las hostilidades (S/RES/1227) 1999. Una
delegación de la Unión europea fue a Etiopía y Eritrea en
febrero 1999, a fin de presionar a la Organización para la
unidad africana (OUA) a arbitrar el litigio fronterizo. El
Consejo de seguridad adoptó varias recomendaciones, ex-
hortando a Etiopía y a Eritrea a detener toda acción mili-
tar y a retirar sus fuerzas armadas. Entre las resoluciones,
la resolución 1321 del 31 de julio del 2000 autorizó el de-
spliegue de la Misión de Naciones Unidas en Etiopía y
Eritrea (UNMEE).

7 - El 18 de junio de 2000 las dos partes firmaron un acuerdo
de cese de hostilidades, que preveía el establecimiento de
una Zona Temporal de Seguridad (TSZ) que sería super-
visada por la UNMEE. El 23 de octubre del 2002 Etiopia
y Eritrea se reunieron en Argelia bajo los auspicios de la
OUA para entablar conversaciones indirectas, a fin de con-
cluir un acuerdo final de paz. Sin embargo, este esfuerzo de
diálogo culminó sin éxito.

8 - Consejo de seguridad de la ONU, Informe del Secretario
General sobre Etiopía y Eritrea (18 de Septiembre del 2000),
S/2000/879. 10



etíope en la región de Somalía. Antes de 1995
se decía que la OLF reclutaba por la fuerza
a los niños y a los campesinos; sin embargo,
la OMCT no tiene ninguna información re-
ciente sobre los métodos de reclutamiento.

Aunque la legislación sobre el reclutamiento
nacional en Etiopía fija una edad mínima
para acceder a las fuerzas armadas de 18
años, en estos últimos años, informes prove-
nientes de fuentes confiables han señalado
que miles de adolescentes han sido recluta-
dos por la fuerza en el ejército etíope, en par-
ticular durante la gran ofensiva lanzada por
Etiopía en mayo del 20009. Según las mismas
fuentes, parecería que el reclutamiento se ini-
ció a escala nacional y luego se focalizó so-
bre los Oromos y los Somalíes, grupos étnicos
que tradicionalmente han constituido la ma-
yor fuente de reclutas para el ejército.
Igualmente la oposición política también 
recluta en esas zonas. El reclutamiento se
efectuó supuestamente en los centros de en-
señanza secundaria; sin embargo, ciertos in-
formes hablan de niños reclutados en los
mercados y en las aldeas10. La OMCT señala
que el Gobierno etíope no ha dado ninguna
información sobre las consecuencias de los
conflictos armados en los niños, y recomienda
que las autoridades etíopes desmovilicen, re-
habiliten y reinserten a los niños soldados ur-

gentemente. La OMCT exhorta igualmente al
Gobierno a firmar y a ratificar sin reservas 
el Protocolo facultativo de la Convención 
relativo a la participación de niños en los con-
flictos armados.

Según diferentes fuentes, los civiles direc-
tamente afectados por la guerra estaban for-
mados por cientos de miles de campesinos
desplazados o evacuados de las zonas fron-
terizas a Eritrea, en condiciones crueles, 
inhumanas y degradantes. Aquellos consi-
derados en edad militar fueron mandados a
campos de detención sin cargos ni juicios.
Otros, después de un corto período de de-
tención, fueron transportados a remotos pues-
tos fronterizos, donde fueron obligados a
atravesar la frontera con Eritrea a pie. Entre
los deportados, la mayoría de origen eritreo,
se encontraban supuestamente niños y an-
cianos. Durante las deportaciones muchos
menores fueron separados de sus familias, al
no estar autorizados a partir con sus padres,
y en ciertos casos, al no estar acompañados11.
La OMCT aprueba el establecimiento de un
comité nacional que coordine y supervise la
asistencia y rehabilitación de los desplazados
de guerra. En su informe el Gobierno reco-
noce el problema de los niños desplazados y

9 - Coalition To Stop the Use of Child Soldiers, (July 2000),
Appeal to the Governments of Ethiopia and Eritrea. A Peace
Dividend for Child Soldiers?

10 - Ibid.
11 - Human Rights Watch, (1999), Federal Democratic Republic

of Etiopía, World Report 1999.11



lo describe como una consecuencia de la gue-
rra contra Eritrea. Sin embargo, la OMCT ex-
presa su profunda inquietud por la falta de
información sobre el número de personas (en
particular niños) que se han visto afectadas,
y también sobre diferentes etnias perjudica-
das por las deportaciones. Es por ello que la
OMCT recomienda a las autoridades etíopes
proporcionar al Comité información sobre 
estos temas. Así mismo, la OMCT exhorta 
al gobierno etíope a seguir los Principios rec-
tores de los desplazamientos internos adop-
tados por la Asamblea general de la ONU, en
septiembre de 1998.

2.3 Los niños refugiados

Debido a su situación geográfica, varios cien-
tos de miles de refugiados han llegado a
Etiopía huyendo de los conflictos civiles, las
luchas étnicas y las duras condiciones de
vida en Somalia, Sudán, Djibouti y Kenia. La
mayoría de los refugiados se han instalado en
12 campos y, en algunos casos, en zonas ur-
banas12. El ACNUR en su último informe de
enero del 2000 calculaba unos 240.000 
refugiados (teniendo en cuenta solamente 

las personas que responden a los criterios 
definidos por el ACNUR); de este total
172.000 son originarios de Somalia y 
70.000 de Sudán. Los niños de 0 a 18 años
constituyen el 50 % de los refugiados.
Recientemente un nuevo flujo de refugiados
políticos sudaneses, formado por cerca de
5000 personas, ha llegado a Etiopía, proce-
dente mayoritariamente de la región del Nilo
Azul y escapando de sus pueblos, ocupados
por el Ejército de liberación del pueblo su-
danés (SPLA)13.

En su informe el Gobierno señala que la ad-
ministración encargada de los refugiados y re-
patriados, se está encargando de la educación
de los niños en edad escolar y de los jóvenes,
incluyendo la asistencia a instituciones de
enseñanza superior y centros de formación
profesional14. Sin embargo, la OMCT expresa
su inquietud por las prácticas aparentes de
arresto de refugiados, su encarcelamiento 
sin cargos o juicios previos durante largos 
periodos; y los malos tratos que les habrían
sido inflingidos por la policía. Por ello, la
OMCT solicita a las autoridades etíopes pro-
porcionar información al Comité sobre este
problema.

11 - HCR (1997), Countries Profile: Etiopía, sitio internet del
ACNUR.

12 - HCR, (2000), MID-Year Report, Country Operation:
Ethiopia, sitio internet del ACNUR.

13 - CRC/C/70/Add.7, para. 70. 12



2.4 La discriminación

La OMCT considera que la discriminación
constituye una de las causas de tortura y se
alegra de que la Constitución etíope (art. 25)
recoja el principio de la no-discriminación,
cumpliendo así con el art. 2 de la Con-
vención. Sin embargo, la OMCT observa 
con preocupación que la Constitución 
no menciona la no-discriminación de disca-
pacitados, y recomienda a las autoridades 
etíopes garantizar que los niños discapaci-
tados puedan gozar de sus derechos sin su-
frir discriminación alguna y tomar medidas
de prevención y de eliminación de las acti-
tudes discriminatorias contra estos niños,
conforme al artículo 23 de la Convención.

Por otro lado, los niños de origen no etíope
parecen no gozar de los mismos derechos que
aquellos de origen etíope. Como hemos visto
anteriormente, los niños de origen oromo o 
somalí tienen más probabilidades de ser 
reclutados a la fuerza en el ejército, y prin-
cipalmente son los niños de origen eritreo los
que son deportados o separados de su fami-
lia con mayor frecuencia. La OMCT recuerda
que la Convención debe aplicarse a todo niño
que se encuentre bajo la jurisdicción del es-
tado etíope, independientemente de su origen
étnico o de su nacionalidad y, por lo tanto, 

exhorta a las autoridades etíopes a garantizar
la estricta aplicación de la legislación na-
cional vigente.

La OMCT se preocupa también de la discri-
minación de jure y de facto de las niñas en
comparación a los niños. Numerosas leyes en
Etiopía siguen discriminando a las mujeres
y a las niñas. El derecho de familia, por ejem-
plo, designa al marido jefe de familia, dán-
dole el derecho de “disciplinar” a su mujer.
Asimismo, el derecho penal considera legí-
timo el matrimonio entre las niñas raptadas
y violadas y sus agresores, garantizando así,
la impunidad del delito de estos últimos15. La
OMCT expresa su profunda inquietud por es-
tas disposiciones, que abren la puerta a abu-
sos y violaciones de los derechos de las niñas;
situación agravada por el hecho de que la
edad mínima para casarse de estas niñas es
aún de 15 años (ver más abajo). La OMCT in-
vita al Gobierno etíope a cambiar estas dis-
posiciones.

La OMCT anima al Gobierno etíope a ase-
gurar que los derechos del niño reconocidos
por la Convención sean considerados como
los derechos de todos los niños, indepen-
dientemente de la raza, el color, el sexo, el
idioma, la religión, la opinión política o de

15 - UNIFEM, UNIFEM Trust Fund: telling the story, sitio in-
ternet del UNIFEM.13



otra índole, el origen nacional, étnico o social,
la posición económica, los impedimentos fí-
sicos, el nacimiento o cualquier otra condi-
ción del niño, de sus padres o de sus
representantes legales.

2.5 La mutilación genital femenina
(MGF)

La práctica de la mutilación genital femenina
se ejerce todavía en Etiopía. Dependiendo del
grupo étnico, la MGF varía entre la extirpa-
ción parcial o total de los órganos genitales
externos, que en muchos casos se cosen con
puntos de sutura muy cercanos. Este ritual se
practica con niñas de entre 7 días y 16 años
de edad. A menudo esta operación se lleva a
cabo en lugares insalubres, por un “espe-
cialista” de la comunidad que no dispone
más que de una cuchilla sucia16. La MGF
tiene consecuencias terribles para la salud 
de las niñas o de las jóvenes, tanto en el mo-

mento del rito como para su vida futura.
Exceptuando la posibilidad de hemorragias
mortales, existe también el riesgo del tétanos
o de septicemia debido a la utilización de ins-
trumentos rudimentarios, y generalmente los
órganos anejos se dañan debido a la agitación
de la víctima durante la mutilación.

En su informe el Gobierno etíope reconoce
que la MGF es una práctica muy enraizada
en la cultura del país y muy expandida. La
OMCT aprecia el compromiso adquirido por
las autoridades etíopes para erradicar esta
práctica, mediante la organización de cam-
pañas de concienciación y de un programa 
de sensibilización destinado a los estudian-
tes de secundaria y a muchos otros estu-
diantes en general. Sin embargo, la OMCT
observa que esta práctica no está prohibida
por la ley por lo que recomienda al Gobierno
etíope que se esfuerce aún más en erradicar
esta práctica y que adopte medidas legales
para abolirla.

16 - UNCEF; Information UNICEF Feature, sitio internet del
UNICEF. 14



El artículo 198 del Código civil de 1960 de-
fine al niño como cualquier individuo de sexo
masculino o femenino que no haya cumplido
los 18 años, tal como lo estipula el artículo
1 de la Convención.

De todas formas, los artículos 329 y 330 del
Código civil establecen que un niño puede
emanciparse más temprano por causas es-
pecíficas. La emancipación tiene lugar me-
diante el matrimonio o la autorización del
consejo de familia. Esta legislación podría
abrir las puertas a distinciones que debilitan
la protección acordada por la Convención a
ciertos niños menores de 18 años, sobre todo
niñas. En efecto, el artículo 581(1) del Código
civil fija la edad mínima de una niña para 
casarse en 15 años y en 18 años para los 
niños. La OMCT aprueba las consultas rea-
lizadas entre el Gobierno etíope y las orga-
nizaciones regionales de mujeres con el fin
de modificar esta disposición17. Sin embargo,
este artículo aún no ha sido modificado como
también lo sugería el Comité18. La OMCT in-
vita al Gobierno etíope a acelerar el proceso
de aprobación de estas medidas, con el ob-
jetivo de (a) terminar con la discriminación
de las niñas con relación a los niños, (b) fi-

jar en 18 años la edad mínima para casarse
tanto de niñas como de niños, y (c) adecuar
la legislación etíope así como los usos y cos-
tumbres del país a las disposiciones de la
Convención.

Por otro, no existe todavía en Etiopía un sis-
tema de registro eficaz para los nacimientos
y las muertes (ni siquiera en las grandes ciu-
dades). Esta situación preocupa especial-
mente al Comité, luego de analizar el informe
inicial sobre Etiopía. Por esta razón el Comité
ha exhortado al gobierno a tomar las medidas
apropiadas para establecer un sistema eficaz
de censo19. La OMCT recuerda que el pro-
blema del registro está íntimamente ligado 
a los derechos civiles y a la libertad, y en par-
ticular, a la identidad y a la nacionalidad. 
En consecuencia la OMCT solicita al
Gobierno adoptar las medidas necesarias, lo
que incluiría el establecimiento de un sistema
de registro de nacimientos eficaz, tanto para
las comunidades rurales como para las ur-
banas.

III. Definición de niño

17 - CRC/C/70/Add.7, para. 8.
18 - CRC/C/15/Add.67, para. 27.
19 - CRC/C/15/add. 67, para. 29.15



El Comité ha subrayado en varias ocasiones
que el art. 37 de la Convención está ligado al
art. 1 de la Convención contra la tortura y
otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes20. Además, habiendo examinado
los informes de los Estados parte, el Comité
ha indicado que considera las reglas y las 
directrices de las Naciones Unidas sobre la
justicia juvenil, dictaminar normas especifi-
cas apropiadas para la aplicación del artículo
3721. Estas reglas y directrices son princi-
palmente: las Reglas de Beijing22, las
Directrices de Riyadh23, y las Reglas para la

protección de los menores privados de li-
bertad24.

Según la OMCT el informe del gobierno so-
bre tortura y otras formas de malos tratos 
es insuficiente. El informe proporciona poca
información sobre los malos tratos o la tortura
inflingidos de facto a los niños, y sobre la pro-
tección de jure de la que deberían gozar. En
consecuencia, la OMCT considera que el
Comité debe recibir informaciones más am-
plias.

4.1. El marco jurídico de Etiopía

La protección contra la tortura podría dedu-
cirse del art. 18 de la Constitución, parte pri-
mera, que establece que “cada persona tiene
derecho a ser protegido contra los tratos o pe-
nas crueles, inhumanos o degradantes”. Este
artículo parece corresponder con las obliga-
ciones surgidas del art. 37 de la Convención.
Sin embargo, el derecho etíope no parece 

20 - El art. 1 de la Convención contra la Tortura define la Tortura
como: “(...)todo acto por el cual se inflija intencionadamente
a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físi-
cos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero
información o una confesión, de castigarla por un acto que
haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de in-
timidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier
razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando
dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un fun-
cionario público u otra persona en el ejercicio de funciones
públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aqui-
escencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrim-
ientos que sean consecuencia únicamente de sanciones
legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas”.

21 - Ver por ejemplo: Report on the tenth session, octubre –
noviembre 1995, CRC/C/46, para. 214. O ver el informe so-
bre la novena sesión en mayo-junio 1995, CRC/C/43, Anexo
VIII, p. 64.

22 - Resolución 40/33 de la Asamblea general.
23 - Resolución 45/112 de la Asamblea general.
24 - Resolución 45/113 de la Asamblea general.

IV.  Protección contra la tortura y otros tratos
o penas crueles, inhumanos o degradantes
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suministrar ninguna definición de tortura y
tampoco el Código penal. Por otro lado, la le-
gislación actual no hace ninguna referencia
a la tortura psicológica ni tampoco menciona
las penas ligadas a este acto o a la compli-
cidad en él. Por esto, la OMCT recomienda
a Etiopía que promulgue una ley que defina
el crimen de tortura conforme al art. 1 de la
Convención contra la tortura.25

El art. 417 del Código Penal prevé penas para
los funcionarios que practiquen la violencia:
“Cualquier servidor público encargado del
arresto, custodia, supervisión, escolta o in-
terrogación de una persona que esté bajo 
sospecha, bajo arresto, citada para compa-
recer ante una corte de justicia, detenida o 
internada, y quien en el desarrollo de sus de-
beres trate a la persona en cuestión de ma-
nera impropia o brutal, o de un modo
incompatible con la dignidad humana o con
la dignidad de su oficio, especialmente el uso
de golpes, crueldad o tortura física o mental,
para obtener una declaración o confesión o
un propósito similar, será castigado con mul-
tas o con la prisión, excepto cuando su acto
justifique la aplicación de castigos más se-
veros”.

La OMCT expresa su profunda preocupación
por las siguientes razones:

a. En el marco de la legislación actual la tor-
tura puede, por definición, ser interpre-
tada como un delito de pequeña
importancia. Aparte de una multa, el au-
tor del crimen de tortura puede ser con-
denado a prisión simple. Los delitos que
se pueden castigar con prisión simple vie-
nen definidos en el art. 105 del Código
penal como delitos “de naturaleza poco
importante cometidos por personas que no
representan un peligro para la sociedad”.
La sentencia puede ser de “10 días a 3
años”. A la OMCT le preocupa que estas
penas no sean de ningún modo apropia-
das para sancionar el crimen cometido, y
no acaten el art. 4.2 de la Convención
contra la tortura25.

b. Las penas pueden agravarse solamente
cuando el tribunal considera que “el acto
justifica los medios”. Esta disposición no
ha sido definida, lo cual puede conducir
a que los actos de tortura menores sean
sancionados de la misma manera que los
casos extremos.

c. No existe una pena mínima al respecto. El
autor de un crimen de tortura de un niño
puede teóricamente ser condenado a una
pena mínima no específica. La OMCT

25 - “Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas ade-
cuadas en las que se tenga en cuenta su gravedad”.17



considera que, de ningún modo, la apli-
cación de una multa por la práctica de un
crimen de tortura puede constituir una
pena aceptable.

d. El artículo no toma en consideración los
delitos de violencia contra los niños per-
petrados en otras circunstancias que no
sean arresto, prisión, vigilancia o inte-
rrogatorio. Esta omisión puede conducir,
por ejemplo, a la impunidad de los fun-
cionarios que practican la violencia con
los niños de la calle.

Además de penas inapropiadas, a la OMCT
le preocupan enormemente ciertas excep-
ciones aplicables a los funcionarios culpables
de un crimen de tortura. En efecto, el art. 69
del Código penal estipula que “un crimen re-
cogido por este código cometido por orden
expresa de una persona de mayor rango, ya
dada por una persona de la administración o
del ejército a un subordinado, convertirá a la
persona que ha dado la orden en responsa-
ble del acto cometido por su subordinado, 
debiéndosele aplicar a él la pena siempre y
cuando el subordinado no se haya excedido
en la orden dada”. En este caso, por tanto, el
funcionario no sería considerado responsable
más que en la medida en que (él o ella) ha ex-
cedido las órdenes de su superior.

Además, el art. 70 del Código penal reconoce
la responsabilidad del subordinado que cum-
ple la orden de cometer un delito. “(1) El su-
bordinado que ha cumplido la orden de
cometer un crimen recogido en este código
será considerado responsable si en el mo-
mento de cometerlo era consciente de la na-
turaleza ilegítima de esta orden o de si la
orden carecía de autoridad o de si conocía la
naturaleza penal de este acto, como en los ca-
sos de homicidio, incendio voluntario u otros
delitos graves perpetrados contra personas o
propiedades, contra otros intereses públicos
esenciales o contra el derecho internacional.
El tribunal puede sin restricción alguna re-
ducir la pena cuando la persona que ha eje-
cutado la orden ha sido guiada por su sentido
del deber derivado de su disciplina y obe-
diencia; el tribunal debe entonces tener en
cuenta la naturaleza obligatoria de la misión.
(2) El tribunal puede no aplicar sanción al-
guna si, teniéndose en cuenta las circuns-
tancias y en particular el rigor exigido por la
disciplina militar o por el Estado, la persona
sabía que no podía discutir la orden, y que no
podía actuar de otro modo.”

Las disposiciones arriba mencionadas pare-
cen oponerse al art. 2.3 de la Convención
contra la tortura que prescribe expresamente
que una orden dictada por un superior no
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puede ser invocada como excusa para la tor-
tura26.

La OMCT muestra con inquietud que las san-
ciones previstas para los delitos comunes de
violencia parecen ser más graves que aque-
llas previstas para los actos de tortura. El art.
538 del Código Penal define una serie de me-
didas generales de protección: “toda persona
que voluntariamente, a) hiera a una persona
con el fin de poner la vida de esta última en
peligro o amenace de modo permanente su
salud física o mental; o b) mutile su cuerpo
o uno de sus miembros u órganos esenciales,
o los convierta en inutilizables, o desfigure
gravemente y de manera manifiesta a dicha
persona; u c) ocasione por cualquier otro me-
dio una lesión o una enfermedad de carácter
grave, se le imputará, según las circunstan-
cias y la gravedad de la lesión una pena de
prisión severa que no excederá los 10 años,
o una pena de prisión simple de un año mí-
nimo.” La prisión severa es la sanción defi-
nida por el art. 107 del Código penal para los
crímenes de carácter muy grave.

Teniendo en cuenta que la tortura suele ge-
nerar un tipo de situación definida por el ar-
tículo mencionado anteriormente, la OMCT
solicita urgentemente al Gobierno etíope que
proporcione información complementaria al

Comité, donde defina la manera en que un
acto de tortura sería considerado en tales 
circunstancias. En segundo lugar, la OMCT
considera de importancia vital que la tortura
sea considerado como un crimen extrema-
damente grave que debe ser castigado pro-
porcionalmente a su gravedad. La OMCT
recomienda, por tanto, que el gobierno mo-
difique las secciones apropiadas del Código
penal, en particular los art. 69 y 70, que 
parecen estar en contradicción con la
Convención sobre los derechos del niño y con
la Convención contra la tortura.

4.2 La pena capital y la cadena
perpetua

El art. 37 de la Convención estipula que la
pena capital y la cadena perpetua se consi-
deran tortura infantil cuando son impuestas
a los niños. El art. 118 del Código penal es-
tablece que la pena capital jamás puede ser
aplicada a los niños. Sin embargo según los
art. 56, 107 y 173.1 del Código penal, los 
delincuentes juveniles entre 15 y 18 años que
han cometido crímenes particularmente gra-
ves y que, por tanto, son considerados peli-
grosos para la sociedad, pueden ser

26 - El art. 2.3 de la Convención contra la tortura estipula que:
“No podrá invocarse una orden de un funcionario superior
o de una autoridad pública como justificación de la tortura”.19



condenados a prisión perpetua. La OMCT
está profundamente preocupada por esta dis-
posición y recomienda al Gobierno etíope que
la modifique cuanto antes a fin de adecuar la
legislación interna al art. 37 (a) de la
Convención.

4.3. Información sobre los hechos

Según diferentes fuentes, parece que la pri-
sión por motivos políticos es una práctica to-
davía corriente en Etiopía. Los disidentes
políticos son detenidos a menudo sin cargos
ni juicio, y en algunos casos clandestina-

mente. Estas prácticas de detención arbi-
traria, de desapariciones forzosas, de tortura
y de ejecuciones extrajudiciales, parecen ser
frecuentes y, la mayoría de las veces inclu-
yen a los niños. En enero de 1996 la OMCT
fue informada por uno de sus miembros de
que 62 somalíes de Ogaden habían sido su-
puestamente detenidos, maltratados o eje-
cutados debido a su apoyo al Frente nacional
de liberación de Ogaden (ONLF). Este grupo
de personas incluía a 4 niños de 5 a 13 años
de edad que habrían sido heridos y tomados
como rehenes por las milicias etíopes27. Otros
miembros o colaboradores del Frente de li-
beración oromo (OLF) habrían sido someti-
dos a tratos similares.

27 - OMCT, (1999), The Hidden Crimes – Children: Torture,
Summary Executions, Disappearances, pp.107-108. 20



V. Protección contra todas las formas de violencia
El art. 19 de la Convención exige que los ni-
ños sean protegidos contra “(...)contra toda
forma de perjuicio o abuso físico o mental,
descuido o trato negligente, malos tratos o ex-
plotación, incluido el abuso sexual, mientras
el niño se encuentre bajo la custodia de los
padres, de un representante legal o de cual-
quier otra persona que lo tenga a su cargo”.
En consecuencia, el art. 19 se refiere igual-
mente a los derechos de los niños para res-
petar su integridad física y personal. 

El art. 36/1/(e) de la Constitución etíope de-
clara que todos los niños tienen derecho “a
no sufrir castigos corporales o tratos crueles
e inhumanos en las escuelas y en otras ins-
tituciones encargadas de su custodia.” La
OMCT está de acuerdo en que a esta dispo-
sición haya adquirido un rango constitucio-
nal; sin embargo, se inquieta por la ausencia
de una protección explícita para los niños,
tanto en el seno de la familia como en el del
derecho penal.

En efecto, tanto el Código penal como el
Código procesal penal se refieren al uso del
castigo corporal como un derecho. Por ejem-

plo, el art. 64 del Código penal alude a éste
definiéndolo como: “(b) el conjunto de actos
aplicados razonablemente en el ejercicio del
derecho de corrección o de disciplina”. La
OMCT aprueba la adopción por parte del
Ministerio de educación de una norma que
prohíbe los castigos corporales en las es-
cuelas; sin embargo, solicita al Comité pedir
mayor información al Gobierno etíope sobre
el tipo de sanción prevista por esta norma
para los autores de dichos delitos. Por otro
lado, la OMCT invita al Gobierno etíope a
adoptar medidas legislativas para ampliar la
interdicción de castigos corporales a los cen-
tros de acogida de menores, en los centros de
detención preventiva, en los centros de de-
tención, y también en el hogar.

Además, el art. 548 par. 1 del Código penal
fija otros límites a la protección de los niños
contra los castigos corporales, definiendo el
castigo corporal como un delito de poca gra-
vedad. El artículo estipula que “cualquier
persona que deliberadamente desatienda,
maltrate, sobrecargue de trabajo o pegue a un
niño de modo que afecte o ponga en grave pe-
ligro su desarrollo físico o mental o su salud,
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6.1 La edad de responsabilidad 
penal

El párrafo 28 del informe del Gobierno que
se refiere al Código penal, distingue tres gru-
pos de edad en materia de responsabilidad
penal. Según el art. 52 del Código penal, 
la edad mínima de responsabilidad penal es
de 9 años: “las disposiciones de este Código

no son aplicables a los niños menores de 
9 años. Estos niños no son considerados como
penalmente responsables de sus actos. La 
familia, la escuela, o los tutores serán los en-
cargados de adoptar las medidas apropiadas
cuando algún niño cometa una infracción”.

El art. 53 define el segundo grupo entre los
9 y los 15 años. Según el Código penal, los 
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VI. Niños en conflicto con la ley

le será aplicada una pena de prisión simple
por un mes mínimo” (énfasis añadido).
Obviamente, un castigo que tenga conse-
cuencias graves para la integridad física y
psicológica de un niño, como prevé el art.
548, constituye un crimen extremamente
grave. Sin embargo, el Código penal etíope
prevé para éste una pena simple de prisión,
que como establece el art. 105 del Código pe-
nal, se revela como una pena para delitos le-
ves.

Asimismo, el art. 548 se ha visto debilitado
por una serie de excepciones. El par. 2 del
art. 548 estipula que: “el derecho a juzgar un
castigo legítimo y razonable no está sometido
a estas disposiciones”. En consecuencia, hay

que concluir que los actos razonablemente
cometidos en el ejercicio del derecho de co-
rrección y de disciplina (art. 64), que ponen
gravemente en peligro el desarrollo físico o
mental del niño o su salud (art 548), pueden
ser considerados como castigos legítimos y ra-
zonables (art. 548) en todo el territorio de
Etiopía. En consecuencia, el autor de dicho
delito quedaría impune.

La OMCT recomienda al Gobierno etíope que
modifique la actual legislación lo más pronto
posible, a fin de adecuarla a los criterios de
la Convención, y garantizar una protección
adecuada a la integridad física y psicológica
del niño.



niños de esa edad son considerados “perso-
nas jóvenes”. El Código penal prevé castigos
especiales en caso de condenas para ellos.
Los jóvenes de este grupo no están sujetos a
las normas previstas para los adultos, ni pue-
den ser encarcelados junto a delincuentes
adultos.

El tercer grupo es aquel de los menores en-
tre 15 y 18 años. Estos jóvenes son conside-
rados totalmente responsables de sus actos y
exceptuando la pena de muerte, deben en-
frentarse a cualquier sanción penal.

La OMCT estima que la edad de responsa-
bilidad penal es demasiado baja. Además, los
jóvenes de 15 a 18 años pueden ser conde-
nados a cadena perpetua, lo que contradice
el art. 37 (a) de la Convención (ver más
arriba). Por ello la OMCT recomienda que el
Gobierno etíope eleve la edad de responsa-
bilidad penal a fin de cumplir con la conti-
nua prescripción del Comité de fijar la edad
mínima en la cifra más alta.

6.2  La custodia policial

De todas las fases del procedimiento judicial
de menores es en el momento de su arresto

e inmediatamente después, cuando ya está
bajo custodia policial, cuando el joven acu-
sado tiene más probabilidades de ser some-
tido a torturas y a otras formas de trato
crueles. Asimismo, es en esta etapa cuando
se le puede negar al joven el derecho recibir
visitas de personas que pueden protegerlo
contra dichos actos: padres, asistentes so-
ciales, representantes legales.

El art. 471 (1) del Código penal parece otor-
gar grandes poderes a las autoridades a la
hora de efectuar arrestos. Este artículo define
la vagancia y la mendicidad como amenazas
a la ley y al orden público. En consecuencia,
cualquiera que se encuentre sin domicilio fijo
o sin trabajo, o que no cuente con ingresos 
regulares o medios aparentes de subsistencia,
puede ser condenado a una restricción de su
libertad o a la prisión simple por un periodo
máximo de 6 meses28. Es evidente que en un
país donde la mayoría de la población vive en
la pobreza absoluta, la expresión “no teniendo
domicilio fijo ni trabajo, ni recursos finan-
cieros regulares ni medios aparentes de sub-
sistencia, suele y decida llevar una vida de
vagancia y desorden o que malviva”, tienen

28 - El texto completo del art. 471(1) estipula: “Aquel que care-
ciendo de vivienda u ocupación fija o de medios regulares
visibles de subsistencia y siendo físicamente capaz, suela
y decida llevar una vida de maleante, comportarse de un
modo desordenado, o mendigar, negarse a ejercer un trabajo
honesto y remunerado que desempeñe con habilidad, con-
stituyendo de este modo una amenaza para la ley y el orden,
que será castigada con la restricción de la libertad personal
o con prisión simple de hasta 6 meses”.23



un alcance muy amplio. Este artículo au-
menta así las posibilidades de detenciones ar-
bitrarias y de abusos de grupos social y
económicamente desfavorecidos, en parti-
cular los niños de la calle. Estas medidas 
legislativas no parecen adecuarse a las dis-
posiciones del art. 37 (b) de la Convención,
según la cual el arresto, la detención o el en-
carcelamiento de un niño deben adoptarse
como medidas de último recurso, y por un pe-
riodo lo más corto posible.

El problema de los niños de la calle, cuya ci-
fra se estima en cientos de miles, se ha con-
vertido en un problema nacional. Estos niños
viven en y alrededor de las estaciones de bus,
de las paradas de taxi, de los bares, de los 
hoteles, etc de las pequeñas y grandes ciu-
dades del país. “construyen” sus propios 
refugios en plástico, o utilizan las paradas de
autobús cubiertas como “casas”.

De acuerdo con varias fuentes, los niños de
la calle, los vendedores de periódicos y de
Kolo (grano frito) son víctimas de redadas or-
ganizadas por la policía. A menudo los niños
son detenidos sin mandato judicial durante
largos periodos29. La OMCT considera que
los niños de la calle deben recibir protección
debido a la situación excepcionalmente 

difícil en la que viven, y que su condición so-
cial no puede ser utilizada como excusa para
privarlos de su libertad. Es por ello que el
Comité ha recomendado al Gobierno etíope
adoptar e implementar medidas especiales 
en favor de los niños que viven o trabajan en
las calles30. Para tal efecto, la OMCT reco-
mienda al Gobierno etíope que modifique 
las disposiciones del art. 471 y que adopte las
medidas necesarias para proteger a los 
niños de la calle de las detenciones arbitra-
rias.

El art. 172 del Código procesal penal hace 
referencia a la necesidad de llevar “inme-
diatamente” al niño ante el juez. Sin em-
bargo, según diversas fuentes de carácter
interno, ésta no suele ser la práctica corriente.
Más bien parece que la legislación utilizada
es la misma que se aplica a los adultos, a sa-
ber, las disposiciones mencionadas en los art.
58 y 29 del Código de procesal penal.

El art. 58 (1) estipula que “la persona que
efectúa un arresto debe conducir al arrestado,
sin retrasos innecesarios, a la comisaría más
cercana”. El art. 29 (1) describe el procedi-
miento a seguir después del arresto: “cuando
el acusado ha sido arrestado por la policía 
o por un particular que lo ha enviado a la 
policía, ésta debe llevar al acusado ante el tri-

29 - Observatoire International Des Prisons, (1998), Enfants en
Prisons, p. 163.

30 - CRC/C/15/Add.67, para. 35. 24



bunal de justicia más cercano en las 48 ho-
ras después de su arresto, o desde que las cir-
cunstancias y las vías de comunicación lo
permitan. El período de desplazamiento no
será tomado en cuenta”.

La OMCT se muestra preocupada por varios
asuntos. La expresión del artículo 58 “sin re-
trasos innecesarios” resulta poco clara para
el oficial de policía. Sería apropiado que el
Gobierno etíope suministrara al Comité ma-
yor información sobre este tema.

En lo que concierne al art. 29(1) la OMCT se
muestra preocupada por las 48 horas de de-
tención, pues constituyen un periodo más
largo que el acordado por otros sistemas ju-
diciales, donde generalmente se limita a 24
horas. Además, esta norma posibilita exten-
der este período “si las circunstancias y las
vías de comunicación lo permiten”. En con-
secuencia, no parece haber límites ni res-
tricciones al respecto. Además, este período
de tiempo no incluye la duración del des-
plazamiento. Estas medidas parecen conce-
der a las autoridades un amplio poder para
detener a los niños durante un período muy
largo. Sin embargo, el informe del Gobierno
no menciona la duración normal de una de-
tención. La práctica permite pensar que los
niños suelen ser detenidos por largos perío-

dos de tiempo sin orden judicial. La OMCT
recomienda al Gobierno etíope que adopte
medidas apropiadas para garantizar la apli-
cación del art. 172.

Además de estos amplios poderes discre-
cionales de detención, las autoridades os-
tentan otros poderes durante la fase de
investigación de un delito. El art. 59 del
Código procesal penal sostiene que: “(2)
cuando una investigación policial no esta ter-
minada, el agente responsable puede pedir
una ampliación de la prisión preventiva hasta
que termine su tarea. (3) La ampliación
puede obtenerse por escrito. Ninguna am-
pliación superará los 14 días cada vez”. La
OMCT se muestra preocupada por el hecho
de que no exista ningún límite jurídico al nú-
mero de ampliaciones solicitadas. Además,
parecen no existir otras medidas que la de-
tención. La legislación parece ser una puerta
abierta al abuso, al permitir largos periodos
de detención, aún cuando el juicio no se haya
celebrado.

Este problema parece extenderse también a
la práctica. Según diversas fuentes, las 
disposiciones del art. 59 son regularmente
violadas por la policía y por los tribunales
Woreda31. La policía suele solicitar a los tri-

31 - Woreda constituye la más pequeña de las unidades ad-
ministrativas.25



bunales Woreda varias ampliaciones del
plazo para la investigación, que estos acep-
tan sin cuestionar, incluso en casos donde no
se requieren más investigaciones.

La OMCT recomienda al Gobierno etíope que
modifique esta legislación a fin de evitar que
los niños sean arbitrariamente privados de su
libertad, y que el período de custodia policial
sea lo más corto posible. La OMCT reco-
mienda igualmente que el Gobierno etíope 
realice regular e inesperadamente inspec-
ciones de las comisarías para prevenir esta
práctica. Por otro lado, considera preferible
que las ONG’s puedan tener libre acceso a las
comisarías y a las celdas de prisión. Todas las
comisarías deberán redactar informes ac-
tualizados concernientes a la identidad de los
acusados y a la duración de su detención.

6.3 La prisión preventiva

El período de prisión preventiva establecido
por el tribunal no puede ser mayor de 14 días.
Sin embargo, puede ser renovado. La reali-
dad es muy distinta para los niños, que pue-
den permanecer un año o más en prisión
preventiva32.

Las disposiciones jurídicas sobre la libertad
bajo fianza y la prisión preventiva vienen 
fijadas en los art. 63(1) y 67 del Código pro-
cesal penal. Según el art. 63(1) “la libertad
bajo fianza no está autorizada en casos de ho-
micidio cuando la pena aplicada sea la pena
de muerte o la prisión durante más de 15
años, y cuando la víctima haya fallecido o
esté a punto de ello”. La libertad bajo fianza
no puede ser rechazada sino en los casos 
establecidos por el art. 67, a saber, cuando 
“a) la naturaleza del demandante haga que
éste no vaya probablemente a cumplir las
obligaciones fijadas por la fianza. b) El de-
mandante, una vez puesto en libertad, es 
posible que cometa un nuevo delito. c) el de-
mandante pueda acosar a los testigos o fal-
sificar las pruebas”. 

Las informaciones sobre la situación de ipso
hacen pensar que, la concesión de la liber-
tad bajo fianza suele ser, un procedimiento de
larga duración. Generalmente el fiscal 
no se apresura a responder, la corte no se
muestra deseosa de resolver este problema de
manera rápida, y en ciertos casos, hay que 
esperar un mes para obtenerla. Asimismo,
este procedimiento suele fijar una cantidad
monetaria exorbitante.

La OMCT se muestra preocupada por el he-

32 - Observatoire International Des Prisons, (1998), Enfants en
Prisons, p. 163. 26



cho de que las circunstancias permitan que
un niño reincidente apenas tenga oportuni-
dad de gozar de la libertad bajo fianza.
Además, según las disposiciones actuales, el
niño o niña serían enviados a prisión junto
con adultos, lo que amenazaría su integridad
física. La OMCT lamenta que el Gobierno no
proporcione más información sobre la pri-
vación de libertad a los niños, como medida
de último recurso y durante un período lo más
corto posible.

La OMCT ve como positivo que se haya es-
tablecido una prisión preventiva para jóve-
nes delincuentes en Bihar Dar que, según el
informe del Gobierno, ya ha sido construida.
La OMCT también ve con agrado la cons-
trucción de otros dos centros de prisión pre-
ventiva de menores en dos ciudades distintas,
las cuales deberían entrar en funcionamiento
a finales del año 200033. La OMCT reco-
mienda al Gobierno etíope que informe al
Comité sobre el número de niños detenidos
en Bahir Dar y sus condiciones de vida allí.
El Gobierno debería igualmente proporcio-
nar mayor información sobre la localización
geográfica de las otros dos centros de prisión
preventiva y sobre el avance delas obras.

6.4. El procedimiento

a.La eficacia de las quejas.

La OMCT considera que las restricciones
procesales que limitan algunos de los dere-
chos del niño, pueden conducir a la tortura.
Como consecuencia, parece importante re-
forzar las disposiciones que autorizan a los 
niños a elevar quejas, sobre todo a aquellos
cuya libertad ha sido restringida. El propio
Comité ha concluido diciendo que para 
garantizar la protección y el respeto de los de-
rechos del niño, se debería implementar un
sistema de quejas, a través del cual los niños
pudieran denunciar cualquier forma de 
violencia o abuso, incluyendo los abusos 
sexuales, la falta de atención, el maltrato o la
explotación, aunque esto ocurra con el con-
sentimiento de sus padres34. La OMCT la-
menta que el informe estatal no mencione 
los procedimientos que permiten levantar
quejas a los niños que son víctimas de tortura
o de tratos crueles, inhumanos o degradan-
tes, por parte de un policía o de un funcio-
nario.

33 - CRC/C/70/Add. 7, para. 75.
34 - CRC/C/15/Add. 67, para. 31.27



b. El derecho a la representación legal

La OMCT está de acuerdo con el artículo
20(5) de la Constitución de la República 
federal de Etiopía que prevé que “las per-
sonas acusadas tienen derecho de ser re-
presentadas por un abogado de su elección,
y en caso de no disponer de medios finan-
cieros suficientes para contratar dichos ser-
vicios, o de que se produjera una injusticia
judicial, el Estado se encargará de suminis-
trarles un representante legal.” Sin embargo,
el art. 195 del Código procesal penal, esta-
blece ciertas condiciones bajo las cuales un
niño no tiene derecho a un representante 
legal: “Según este artículo, un joven tiene de-
recho a ser representado por un abogado su-
ministrado por el Estado, cuando él o sus
padres son demasiado pobres para contratar
los servicios de un abogado privado. Sin em-
bargo, este derecho puede verse restringido
cuando el delito es muy grave o, cuando in-
dependientemente de la gravedad del delito,
el niño es representado por su padre, tutor u
otra persona in loco parentis”. La OMCT re-
comienda al Comité que solicite mayor in-
formación al Gobierno etíope, para que
explique las circunstancias exactas en las
cuales el derecho a la representación legal
puede verse restringido.

c. Los tribunales de menores

La OMCT cree firmemente en la necesidad
de crear tribunales especiales para menores,
a fin de que se tenga en cuenta su edad, las
circunstancias que le rodean y sus necesi-
dades. En su informe, el Gobierno etíope 
informa que los casos de niños que han co-
metido un delito son vistos tanto en los tri-
bunales ordinarios como en el tribunal de
menores (creado en Addis Abeba en 1959
antes de la creación del Código procesal pe-
nal de 1961); fuera de la capital, los casos de
menores entran siempre dentro de la juris-
dicción de los tribunales Woreda35.
Aunque la OMCT apruebe el establecimiento
de este tribunal de menores, lamenta que el
gobierno no haya indicado si existen pro-
yectos específicos para crear un sistema de
administración de justicia para jóvenes, más
completo y descentralizado, conforme al art.
40(3) de la Convención.

d. La separación de niños y de los adultos en
prisión

Uno de los principios fundamentales de la
OMCT es que los niños detenidos deben
mantenerse separados de los adultos. La in-

35 - CRC/C/70/Add. 7, para. 33. 28



tegridad física y psicológica de los niños co-
rre un gran riesgo cuando se encuentran de-
tenidos en el mismo lugar que los adultos. El
art. 36 (3) de la Constitución etíope no con-
tradice las disposiciones del art. 37(c) de la
Convención, estipulando que: “Los delin-
cuentes juveniles internados en reformatorios
o en centros de rehabilitación, y los menores
que se conviertan en pupilos del Estado, de-
berán ser internados en orfelinatos públicos
o privados, que los mantengan separados de
los adultos”.

En ciertas condiciones, la legislación auto-
riza la detención de niños en instituciones
para adultos. Las disposiciones de esta ex-
cepción se encuentran en el art. 173 del
Código penal: “Cuando un joven delincuente
haya cometido una infracción grave que nor-
malmente se condena con una pena de pri-
sión de 10 años o más, o con la pena capital,
el tribunal puede ordenar que el delincuente
sea enviado a: a) un reformatorio (art. 166) o
bajo medidas especiales de seguridad, de ais-
lamiento y disciplina según el caso; b) cen-
tros penitenciarios (es decir en una prisión
ordinaria) si el tribunal estima que el joven
delincuente es incorregible y puede causar
problemas, inseguridad o corrupción a los
otros. En este caso, deberá aplicarse el prin-
cipio de separación (art. 109(2).”

Según diversas fuentes, el único reformato-
rio en Addis Abeba, acoge a más de 300 ni-
ños. Las condiciones de detención en este
centro son totalmente inadecuadas y no 
respetan la dignidad humana: cada celda 
solo tiene una ventana y alberga a 12 niños.
A Los niños se les permite generalmente 
lavarse una vez por semana y la atención 
sanitaria es insuficiente36. La OMCT exhorta
al Gobierno etíope a adoptar las medidas 
necesarias para mejorar las condiciones de
detención, y asegurar que los niños sean tra-
tados con dignidad, como lo establece el art.
40 de la Convención.

La OMCT considera que este sistema de ad-
ministración de justicia para menores, de-
bería estar destinado a motivar al niño a
cambiar de actitud y estimular su integración,
más que su alienación. En consecuencia, 
definir a un niño como incorregible resulta
demasiado vago y radical. La OMCT reco-
mienda al Gobierno etíope que proporcione
detalles sobre el modo en el que el tribunal
llegó a esta definición, y sobre la manera en
la que se garantizaría el derecho del niño a
ser rehabilitado y reintegrado en la sociedad.

En su informe el Gobierno reconoce que, por
falta de espacio, los niños pueden ser sepa-
rados de los prisioneros adultos37. La OMCT

36 - Observatoire International Des Prisons, (1998), Enfants en
Prisons, pp. 163–164.

37 - CRC/C/70/Add. 7, para. 31.29



solicita al Gobierno etíope que precise cuá-
les son las medidas que piensa aplicar para
modificar esta intolerable situación, dado que
no se demuestran avances respecto al primer
informe emitido por el Gobierno etíope38.

e. La prisión incomunicada

La Convención es muy explícita a la hora de
definir las condiciones de detención de un
niño. Además, el Comité de derechos hu-
manos, en su Comentario general sobre el art.
7 del Pacto internacional de derechos civiles
y políticos, destaca que la prisión incomu-
nicada prolongada de la persona detenida o
encarcelada puede ser considerada como tor-
tura39. En consecuencia, el aislamiento o la
prisión incomunicada de un niño, suscita una
nueva polémica en lo que respecta al art.
37(a) de la Convención. Por tanto, la OMCT
se muestra profundamente preocupada por la
norma del Código penal que permite la pri-
sión incomunicada de un niño de entre 15 y
18 años, por un máximo de 3 meses conse-
cutivos. Según el art. 111 “(...) el director de
la prisión puede, cuando lo juzgue necesario,
imponer la prisión incomunicada al inicio o
en el transcurso o ejecución de la pena. Dicha

prisión no puede, en ningún caso, superar los
3 meses consecutivos, y antes de imponer un
período de reclusión, el director deberá con-
sultar con un médico, y cuando sea necesa-
rio, con un psiquiatra (...).”

La OMCT considera que la legislación es
poco concisa y que representa una grave
amenaza para la integridad psicológica y fí-
sica de los niños, lo que en ciertas circuns-
tancias puede constituir tortura. A la OMCT
le preocupa el hecho de que esta sanción
pueda ser impuesta infinitas veces. Por otro
lado, la OMCT solicita al Gobierno etíope que
explique, en qué circunstancias y según qué
comportamiento se aplicaría dicha medida en
los niños Finalmente, la OMCT exige que el
Gobierno etíope resuma el procedimiento de
recurso al que tiene derecho el niño para re-
vocar este tipo de sentencias. 

f. Los castigos corporales en las instituciones

El art. 172 del Código penal reconoce el uso
del castigo corporal y hace referencia a la uti-
lidad de este último como medida correctiva.
Según este artículo: “Cuando un joven de-
lincuente se muestra rebelde, el tribunal
puede ordenar el castigo corporal (si juzga

38 - CRC/C/8/Add. 27, para. 43.
39 - Human Rights Committee, General Comment 20,
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que este tipo de castigo puede servir de co-
rrectivo). El castigo corporal puede ejecutarse
con una vara, y el número de golpes no puede
exceder de 12. Solo los jóvenes delincuentes
en buen estado psíquico pueden ser someti-
dos al castigo corporal.”

El Comité mostró su profunda inquietud ante
la posibilidad de que un niño pueda ser con-
denado a recibir un castigo corporal según 
el único arbitrio del juez; por ello, ha reco-
mendado la abolición de esta disposición 
de manera urgente40. Sin embargo, el
Gobierno etíope no parece haber seguido esta
recomendación hasta el momento.

La OMCT no considera, en ninguna cir-
cunstancia, que la práctica del castigo cor-
poral pueda actuar de correctivo. El uso del
castigo corporal puede ser considerado como
una forma de tortura ya que contradice el es-
píritu de la Convención, en especial el artí-
culo 37 (a).

La OMCT está profundamente preocupada
por el hecho de que estas medidas correcti-
vas sean consideradas como un derecho. Esta
forma de ver las cosas parece haberse ex-
tendido al Código penal y a la sociedad en su
conjunto.  Resultan especialmente preocu-
pantes las medidas que ejercen las autori-

dades cuando envían a un niño a un refor-
matorio. El art. 173 del Código penal estipula
que: “(...) ciertas medidas especiales de se-
guridad, de aislamiento o correctivas, pueden
aplicársele al niño de acuerdo con el interés
general”. La OMCT se muestra preocupada
por estas medidas especiales, en particular,
por aquéllas que hacen referencia a la co-
rreción, y por ello pide al Gobierno etíope 
que modifique la legislación actual y la ade-
cue al art. 37 de la Convención lo antes po-
sible.

g. El derecho a la reparación

La OMCT manifiesta su inquietud por la falta
de información detallada del informe guber-
namental sobre el derecho a la reparación y
a la indemnización del niño (con referencia
particular a la tortura y otras formas de mal-
trato). En este contexto, la OMCT solicita al
Comité que exhorte al Gobierno etíope para
que le proporcione mayor información sobre
las medidas administrativas existentes rela-
tivas a la rehabilitación.

40 - CRC/C/15/Add. 67, para. 27.31



h. La formación de los agentes de la ley, de los
jueces y de otros funcionarios judiciales

La OMCT concede una particular importan-
cia a la formación de los jueces y del al per-
sonal encargado del sistema de justicia de
menores, como medio de prevención de la
violación de sus derechos. El Comité ha in-
vitado al Gobierno etíope a realizar cursos sis-
temáticos de formación para los grupos
profesionales que trabajan por y con los ni-
ños, incluyendo a los agentes de la ley y al
personal judicial41. En su informe el
Gobierno declara que en 1997 envió dos ve-
ces consecutivas a sus agentes de policía
Sudáfrica para que participaran en un taller
de formación e intercambio de experiencias
sobre el tratamiento de jóvenes delincuentes.
El Gobierno informa también, que un equipo
compuesto por el Vicepresidente de la Corte
suprema , por el Comisario adjunto de poli-
cía de Addis Abeba, y por representantes del
Ministerio de justicia, trabajo y asuntos so-
ciales y del Forum de niños de la calle –
(Etiopía), visitó Países Bajos, Escocia e
Inglaterra en 1998 a fin de intercambiar sus
experiencias en materia de justicia penal y de
tratamiento de jóvenes delincuentes. El in-
forme señala finalmente la organización de un
programa de protección de niños de tres años

de duración. Este programa tiene por objeto
la formación de los agentes policiales y otros
miembros de la policía, para que traten me-
jor a los niños en las comisarías, garantizando
su protección respecto a varias clases de abu-
sos e involucrando a la policía en programas
de prevención.

La OMCT aprecia los esfuerzos realizados por
el Gobierno etíope, pero se inquieta por la
continuidad a largo plazo del programa de for-
mación, ya que los talleres de formación y el
programa para la protección de los niños, vie-
nen siendo financiados por fuentes externas42.
La OMCT recomienda, por tanto, al Comité
que solicite e al Gobierno etíope información
sobre el modo en el que garantizará que la
formación de los agentes de la ley, de los jue-
ces y de otros funcionarios del sistema judi-
cial se convierta en una medida
gubernamental sistemática de largo plazo.
Asimismo, La OMCT recomienda que el pro-
grama de formación incluya a los juristas.

i. Los exámenes médicos regulares:

La OMCT considera que el derecho de los 
niños detenidos o encarcelados, a que se les
realicen exámenes médicos regulares, cons-

41 - CRC/C/70/Add.67, para. 24.
42 - CRC/C/70/Add. 7, para. 77-78. 32



tituye una medida importante para prevenir
y abolir la práctica de la tortura. El art. 34 del
Código procesal penal limita este derecho al
someterlo a la consideración del funcionario
encargado del niño: “A pesar de las dispo-
siciones del art. 20 del Código civil, cuando
un oficial de policía encargado de una in-
vestigación, juzga conveniente realizar un
examen médico al acusado, teniendo cuenta
el delito que se le impute, éste último puede
solicitar a aquél un informe con los resulta-

dos del examen. Según este artículo, el exa-
men debe comprender un análisis de sangre.”
El Comité debe exhortar a las autoridades a
que garanticen que cualquier niño detenido
o encarcelado, se beneficie de un examen 
médico a su llegada al lugar de detención, y
que esta petición sea incluida en los corres-
pondientes archivos. Las autoridades debe-
rían igualmente ser obligadas a garantizar que
el examen médico sea hecho sólo a petición
de la persona detenida.

El Secretariado internacional de la OMCT
quiere expresar su preocupación por el con-
flicto armado entre Etiopía y Eritrea, e igual-
mente, sobre las luchas internas entre los
grupos armados de oposición; así como por
las consecuencias que han traído consigo
para el pleno respeto de los derechos de la
población, y en particular de los derechos de
los niños.

La OMCT considera que deben aplicarse 
un gran número de medidas legislativas y ad-
ministrativas, a fin de garantizar la promoción
y protección eficaz de los derechos funda-

mentales del niño. La OMCT aprecia los 
actuales proyectos de ley para un nuevo
Código de familia y para un nuevo Código pe-
nal etíopes y recomienda al Gobierno etíope
que tenga en cuenta las observaciones del
Comité.

La OMCT muestra su preocupación por lo
que parece ser un proceso de consulta de-
masiado largo y arbitrario organizado por 
el Gobierno, a fin de crear una Comisión de
derechos humanos e instituye la figura del
Defensor del Pueblo (Ombudsman). En con-
secuencia, la OMCT recomienda que el

33

VII. Conclusiones y recomendaciones



Gobierno etíope acelere este proceso y cree
rápidamente estos dos organismos, garanti-
zando su transparencia e imparcialidad.

La OMCT lamenta que las autoridades etío-
pes hayan omitido información importante en
su informe, en particular sobre los maltratos
y la tortura de facto a los niños, y sobre la pro-
tección y las penas de jure aplicadas a los fun-
cionarios o agentes del Estado,
responsables de violaciones de los derechos
de los niños, de las condiciones en las que se
hallan detenidos, de los programas de reha-
bilitación previstos para ellos, y del impacto
de los conflictos armados sobre su persona,
en particular, de los niños refugiados.

La OMCT recomienda que las autoridades
etíopes garanticen la desmovilización, la re-
habilitación y la reinserción de los niños sol-
dados de forma prioritaria. La OMCT exhorta
también al Gobierno, a firmar y ratificar sin
reservas el Protocolo facultativo de la
Convención sobre la participación de niños
en los conflictos armados.

La OMCT se preocupa por la situación de los
niños refugiados, e invita a las autoridades
etíopes a prestarles una asistencia especial,
en particular a aquellos que han quedado
traumatizados por conflictos armados, por la

tortura, por los malos tratos o por otras formas
de explotación.

En cuanto a la discriminación, la OMCT in-
vita al Gobierno etíope a garantizar que se
apliquen los derechos del niño reconocidos
por la Convención por igual, independien-
temente de la raza, el color, el sexo, el idioma,
la religión, la opinión política o de otra índole,
el origen nacional, étnico o social, la posición
económica, los impedimentos físicos, el na-
cimiento o cualquier otra condición del niño,
de sus padres o de sus representantes lega-
les. La OMCT recomienda particularmente al
Gobierno etíope que garantice y proteja los
derechos de los niños discapacitados y de
aquellos de origen no etíope.

La OMCT se muestra profundamente preo-
cupada por la discriminación de jure y de
facto de la cual son víctimas las niñas en
comparación con los niños, y desea llamar la
atención del Gobierno etíope para que:

• Fije la edad mínima del matrimonio en 18
años para niños y niñas;

• Fortalezca su compromiso para eliminar
las MGF, adoptando medidas legales para
abolir esta práctica;
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• Armonice la legislación etíope y las prác-
ticas consuetudinarias con las disposi-
ciones de la Convención.

La OMCT invita igualmente al Gobierno a 
desarrollar un sistema eficaz de registro de
nacimientos, tanto en las comunidades ru-
rales como en las urbanas.

En lo que concierne al problema de la tortura
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes, la OMCT recomienda al
Gobierno que:

• Promulgue una ley definiendo el crimen
de tortura de acuerdo con el artículo 
primero de la Convención contra la tor-
tura;

• Se asegure que la tortura se considere
como un crimen extremadamente grave,
sancionado con una pena en función de
su gravedad; y que modifique, por tanto,
las correspondientes secciones del Código
penal, sobretodo los art. 69 y 70;

• Adopte medidas legislativas para abolir
el castigo corporal en los centros de pri-
sión preventiva y penitenciarios de me-
nores, así como en el hogar;

• Modifique de forma prioritaria los art. 56,
107 y 173.1 del Código penal, aboliendo
la posibilidad de condenar a niños de en-
tre 15 y 18 años a cadena perpetua.

La OMCT solicita al Gobierno etíope que in-
cremente la edad de responsabilidad penal
de acuerdo con la directriz constantemente
mencionada por el Comité, fijando dicha edad
en la cifra más alta posible.

En lo que concierne al arresto y a la prisión
preventiva, la OMCT solicita a las autorida-
des etíopes que:

• Modifiquen dicha legislación, en parti-
cular, el art. 471 del Código penal, para
evitar que los niños sean detenidos arbi-
trariamente, garantizar que la duración
del arresto sea lo más breve posible y, fi-
nalmente, tomar las medidas necesarias
para garantizar la aplicación del art. 172;

• Limiten el número de veces que puede
ser ampliado el plazo de una investigación
policial;

• Organicen inspecciones regulares e im-
previstas de las comisarías para prevenir
arrestos de larga duración. Además, es
preferible que las ONG tengan libre ac-
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ceso a las comisarías y a las celdas de de-
tención. Todas las comisarías deberán te-
ner al día el registro sobre la identidad de
los prisioneros y la duración de su es-
tancia;

• Aseguren que las solicitudes de libertad
bajo fianza se traten rápidamente;

• Den cuenta al Comité informaciones so-
bre el número de niños detenidos en el
centro de prisión preventiva de Bahir Dar
y de sus condiciones de vida, así como de
la localización de los otros dos centros de
prisión preventiva previstos, y del avance
de su construcción.

Las autoridades etíopes deberán transmitir al
Comité informaciones sobre las posibilidades
que poseen los niños víctimas de la tortura
para presentar quejas, y también sobre las ra-
zones que restringen su derecho a una re-
presentación legal.

La OMCT se muestra profundamente preo-
cupada por el sistema actual de justicia de
menores, y por ello exhorta al Gobierno etí-
ope a que:

• Establezca un sistema más completo y
descentralizado;

• Mejore las condiciones de detención de
menores;

• Separe de manera urgente a los menores
de los adultos detenidos;

• Derogue las disposiciones que autorizan
la prisión incomunicada para los niños de
entre 15 y 18 años;

• Anule la legislación que autoriza el cas-
tigo corporal a niños. 

• De cuenta de la manera para garantizar la
reparación y la indemnización de niños,
en particular de los niños/as víctimas de
la tortura y de otras formas de malos tra-
tos;

• De cuenta de la manera para garantizar
una formación continua de los agentes de
la ley, de los jueces y de otros funciona-
rios judiciales;

• Amplie esta formación a los juristas

• Organice un sistema eficaz de examen
médico para los niños, tanto en las pri-
siones como en los centros de prisión pre-
ventiva.
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Por último, la OMCT insiste en la necesidad
de aplicar todas las disposiciones de la
Convención sobre los derechos del niño, el
Pacto internacional de derechos civiles y 
políticos y la Convención contra la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes, puesto que estas Convenciones
constituyen los instrumentos internacionales
más apropiados para prevenir toda forma de
violencia contra los niños.
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COMITÉ DE LOS DERECHOS DEL NIÑO
26° período de sesiones - Ginebra, 8-26 de enero del 2001

Observaciones finales
del Comité de los Derechos del Niño:

Etiopía
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1. El Comité de los Derechos del Niño, en sus
sesiones 675™ y 676™ (véase CRC/C/SR.
675 y 676), celebradas el 11 de enero de
2001, examinó el segundo informe periódico
de Etiopía (CRC/C/70/Add.7), recibido el 28
de septiembre de 1998, y aprobó las si-
guientes observaciones finales en su 697™
sesión, celebrada el 26 de enero de 2001. 

A. Introducción

2. El Comité acoge con satisfacción la pre-
sentación puntual por el Estado Parte de su
segundo informe periódico, de las respuestas
por escrito a su lista de cuestiones (CRC/C/Q/
ETH/2) y la nueva información que allí figura.
El Comité agradece que en el informe se fa-
cilite valiosa información estadística, y los es-
fuerzos sinceros y constructivos realizados por
la delegación, encabezada por un represen-
tante de alto nivel, por proporcionar más in-
formación en el curso de un diálogo que se
distinguió por su calidad.

B. Medidas de seguimiento

adoptadas y progresos realizados

por el Estado Parte

3. El Comité toma nota del establecimiento
del Instituto de investigaciones sobre los or-
denamientos jurídicos y la justicia, que con-
tribuye a examinar la legislación nacional 
a la luz de las normas establecidas por los
instrumentos internacionales de derechos 
humanos aplicables, entre ellos la
Convención sobre los Derechos del Niño. El
Comité señala, además, la reciente ratifica-
ción del Convenio N∫ 138 de la OIT sobre la
edad mínima de admisión al empleo y el
Convenio N° 182 de la OIT sobre la prohi-
bición de las peores formas de trabajo infantil
y la acción inmediata para su eliminación
(1999).

4. El Comité toma nota de la adopción por el
Estado Parte de un nuevo Código de Familia
que incorpora muchos de los principios y dis-
posiciones de la Convención y modifica al-
gunos aspectos de la actual legislación que
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se contradicen con la Convención, por ejem-
plo, en lo que respecta a la discriminación de
las mujeres y las niñas. 

5. El Comité celebra que el Estado Parte haya
establecido una Comisión Independiente de
Derechos Humanos y la oficina del Defensor
del Pueblo que se ocupará también de los de-
rechos del niño. 

6. El Comité toma nota de la prohibición pro-
visional adoptada por el Ministerio de
Educación sobre la aplicación del castigo cor-
poral en las escuelas. El Comité toma nota,
asimismo, de la creación de clubes de in-
formación sobre el SIDA en las escuelas se-
cundarias. Además, el Comité observa con
interés el establecimiento de unidades de
protección y atención a la infancia en diez co-
misarías de Addis Abeba. 

7. El Comité toma nota de los esfuerzos del
Estado Parte por instaurar, como norma ge-
neral, de forma sistemática una educación
participativa de los niños, y de que los de-
rechos del niño forman parte de los progra-
mas escolares. 

8. El Comité acoge con satisfacción la tra-
ducción de la Convención, por el Estado
Parte y las organizaciones no gubernamen-

tales a 11 lenguas locales y otras actividades
destinadas a hacer conocer la Convención. El
Comité señala los numerosos esfuerzos rea-
lizados por sensibilizar al público sobre la
Convención, por ejemplo, la formación de
agentes de policía y la utilización de la radio
y la prensa. 

9. El Comité celebra los importantes esfuer-
zos realizados por el Estado Parte por 
recibir y atender a una gran cantidad de re-
fugiados procedentes de los países vecinos.
El Comité toma nota, además, del reciente
acuerdo de paz celebrado entre el Estado
Parte y Eritrea.

C. Factores y dificultades

que obstaculizan la aplicación 

de la Convención 

10. El Comité observa que durante el período
que se examina los desastres naturales, 
entre ellos la sequía y las inundaciones, se
han sucedido de forma constante. El Comité,
asimismo, señala las consecuencias negati-
vas para el respeto de los derechos del niño
del período del conflicto armado con 
Eritrea. 
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11. El Comité observa, además, los proble-
mas graves y constantes, de índole socioe-
conómica, del Estado Parte y expresa su
preocupación por la situación de los derechos
humanos en general.

D. Principales esferas de

preocupación y recomendaciones

1. Medidas generales de aplicación (artí-
culos 4, 42 y párrafo 6 del artículo 44
de la Convención) 

12. El Comité expresa su honda inquietud por
el hecho de que muchas de las preocupa-
ciones expresadas y las recomendaciones re-
alizadas (CRC/C/15/Add.67) tras el
examen del informe inicial del Estado Parte
(CRC/C/8/Add.27) no se hayan tomado su-
ficientemente en cuenta. En el presente do-
cumento el Comité reitera muchas de las
preocupaciones y recomendaciones. 

13. El Comité insta al Estado Parte a des-
plegar todos los esfuerzos necesarios por to-
mar en consideración las recomendaciones
contenidas en las observaciones finales sobre
el informe inicial que aún no se han puesto
en práctica y a ocuparse de la lista de preo-

cupaciones que figuran en las presentes ob-
servaciones finales sobre el segundo informe
periódico.

Legislación 

14. El Comité expresa su preocupación por-
que no se haya aplicado la legislación des-
tinada a proteger los derechos del niño, por
ejemplo, en relación con las prácticas tradi-
cionales nocivas como la mutilación genital
femenina, los matrimonios precoces y forza-
dos y la discriminación de los niños con dis-
capacidad. Al Comité le preocupa, además,
que la legislación interna no se haya armo-
nizado aún totalmente con las disposiciones
y los principios de la Convención, que el pro-
ceso de redacción y aprobación de la nueva
legislación sea lento y que, asimismo, se si-
gan aplicando prácticas tradicionales que vul-
neran los derechos del niño, en lugar de las
modernas disposiciones jurídicas internas. Al
Comité le preocupa también que la
Convención no se haya publicado todavía en
el Boletín Oficial, como se recomendó en las
observaciones finales del Comité sobre el in-
forme inicial del Estado Parte. 

15. El Comité recomienda que el Estado
Parte intensifique sus esfuerzos por aplicar
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y poner en práctica los aspectos de la legis-
lación interna que permitan proteger los de-
rechos del niño, prestando especial
atención a los problemas de las prácticas tra-
dicionales nocivas, los matrimonios precoces
y forzados y la discriminación de los niños
con discapacidad. El Comité recomienda,
además, que el Estado Parte adopte medidas,
entre otras cosas, mediante la modificación
o promulgación, para garantizar que la le-
gislación interna es plenamente compatible
con los principios y las disposiciones de la
Convención y para velar por que la nueva 
legislación pase rápidamente a la etapa de la
aprobación. El Comité recomienda, asimismo,
que el Estado Parte haga más esfuerzos por
garantizar que se da preferencia a la legis-
lación interna frente a las costumbres tradi-
cionales que puedan vulnerar los derechos
del niño. El Comité recomienda también que
el Estado Parte publique la Convención en el
Boletín Oficial.

Mecanismos de coordinación 

16. El Comité señala la falta de un organismo
oficial, dotado de los medios y las caracte-
rísticas necesarios para coordinar y estable-
cer una política de Estado en relación con 
los derechos del niño. El Comité observa, en

particular, que el actual Departamento de la
infancia, la juventud y asuntos familiares, en
el seno del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, no cuenta con los recursos huma-
nos y financieros suficientes para llevar a
cabo su labor. 

17. El Comité recomienda que el Estado
Parte refuerce su capacidad institucional para
coordinar y aplicar eficazmente las políticas
en favor de los derechos del niño. El Comité
recomienda, en especial, que el mecanismo
nacional al que incumbe la coordinación y
aplicación de la política sobre los derechos
del niño, en la actualidad el Departamento de
la Infancia, la Juventud y Asuntos Familiares
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
sea dotado de recursos suficientes para lle-
var a cabo su labor. El Comité recomienda
además que se refuercen los comités de de-
rechos del niño en los planos regional, de
zona y de la woreda. 

Aplicación de los estudios y políticas y asi-
gnación de recursos presupuestarios

18. Al Comité le preocupa que el Estado
Parte no haya terminado de aplicar muchas
recomendaciones de los estudios, planes de 
acción y políticas para la infancia y sus de-
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rechos. Al Comité le preocupa, en especial,
que el Estado Parte no haya asignado 
suficientes recursos presupuestarios para la
aplicación de la Convención y que se hayan
recortado algunos de los presupuestos en
cuestión desde la presentación del informe
inicial del Estado Parte. El Comité toma nota,
por ejemplo, de aspectos de la nueva política
social de marzo de 1994 adoptada por el
Estado Parte para tratar las condiciones 
especiales de protección de los niños, entre
otros grupos, que aún no se ha puesto en
práctica. El Comité observa además los avan-
ces limitados del Estado Parte en la aplica-
ción del plan nacional de acción para las
mujeres y los niños. Además, y especialmente
teniendo en cuenta los elevados gastos mili-
tares, al Comité le preocupa hondamente que
el Estado Parte no haya tratado de aplicar la
Convención al máximo de los recursos dis-
ponibles. 

19. El Comité insta al Estado Parte a aplicar
las recomendaciones de estudios recientes y
actuales, planes de acción y políticas que re-
fuercen la protección de los derechos del
niño. Además, a la luz del artículo 4, el
Comité insta al Estado Parte a asignar el má-
ximo de los recursos de que disponga para
aplicar la Convención. 

Mecanismos de vigilancia 

20. Aunque el Comité toma nota de que el
Estado Parte cuenta con un comisionado in-
dependiente de los derechos humanos, un co-
misionado adjunto de los derechos del niño
y la mujer y una oficina del defensor del pue-
blo para los derechos humanos, le sigue pre-
ocupando que estos mecanismos no estén
todavía en funcionamiento. 

21. El Comité recomienda que el Estado
Parte continúe con el establecimiento de los
mecanismos independientes de vigilancia y
que los dote de la competencia y los recur-
sos suficientes para ocuparse de los intereses
del niño. El Comité recomienda, en especial,
que el Estado Parte persevere en sus es-
fuerzos por garantizar el nombramiento de un
comisionado independiente de los derechos
humanos, con un comisionado adjunto de los
derechos del niño y la mujer, y el estableci-
miento de una oficina del defensor del pue-
blo para los derechos humanos, con un
servicio de los derechos del niño. 

Recogida de datos 

22. Al Comité le preocupa la carencia de da-
tos fundamentales sobre la aplicación de la
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Convención y la situación de la infancia y
que, a este respecto, se hayan realizado po-
cos avances en la aplicación de las reco-
mendaciones que figuran en el párrafo 26 de
sus observaciones finales sobre el informe ini-
cial del Estado Parte. 

23. El Comité recomienda que el Estado
Parte continúe con sus esfuerzos por crear un
proyecto de base de datos, con vistas a reu-
nir los datos sobre la aplicación de la
Convención en todo el país. El Comité reco-
mienda, además, que los datos reunidos abar-
quen a todos los niños hasta la edad de 18
años y que se analicen y utilicen en la ela-
boración de las políticas y programas, así
como para el seguimiento y la evaluación.
Formación sobre la Convención 

24. Al Comité le preocupa que, pese a los es-
fuerzos del Estado Parte, las preocupaciones
que se expresan en el párrafo 10 de las ob-
servaciones finales sobre el informe inicial
del Estado Parte no se hayan tenido sufi-
cientemente en cuenta, y los funcionarios pú-
blicos que trabajan con niños y para ellos, y
que desempeñan un papel en su protección,
no reciban suficiente formación en materia de
derechos del niño. 

25. A la luz del artículo 42, el Comité insta

al Estado Parte a hacer nuevos esfuerzos para
impartir formación sobre las disposiciones de
la Convención a los profesionales, entre ellos,
los funcionarios judiciales, el personal 
docente, los funcionarios de los ministerios
con importantes repercusiones sobre los
asuntos de la infancia, los profesionales de 
la asistencia social y el desarrollo del niño 
y los trabajadores sanitarios. El Comité 
recomienda que el Estado Parte haga más 
esfuerzos por divulgar la Convención, entre
otras cosas, a través de los medios de comu-
nicación, en las escuelas, mediante campa-
ñas públicas de información y la utilización
de estructuras y métodos tradicionales a ni-
vel de woreda, prestando especial atención a
las personas con bajo nivel de alfabetización
y a las que no tienen acceso a la radio. El
Comité recomienda que el Estado Parte con-
sidere la posibilidad de solicitar asistencia
técnica a este respecto del UNICEF y de la
Oficina del Alto Comisionado para los
Derechos Humanos. 

Cooperación con las organizaciones no gu-
bernamentales 

26. Al Comité le preocupa que la legislación
que constituye el marco de las actividades de
las organizaciones no gubernamentales no
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esté actualizada y que la cooperación con es-
tas organizaciones sea insuficiente.

27. El Comité, a la vez que reconoce los pro-
gresos realizados, recomienda que el Estado
Parte actualice el marco legislativo en el que
se inscriben y funcionan las organizaciones
no gubernamentales. El Comité recomienda,
asimismo, que el Estado Parte haga mayores
esfuerzos por fortalecer su cooperación con
las organizaciones no gubernamentales.

2. Definición del niño (artículo 1) 

28. Al Comité le preocupa que se haya fijado
un límite tan bajo (9 años) para la edad de
responsabilidad penal. Al Comité también le
preocupa que en la práctica se considere que
los niños entre los 15 y los 18 años tengan la
misma responsabilidad penal que los adul-
tos, aunque se les apliquen penas menores
que las que se aplican a los adultos. 

29. El Comité insta al Estado Parte a elevar
la edad de responsabilidad penal y a velar por
que los niños en edades comprendidas entre
los 15 y los 18 años gocen de la protección
de las disposiciones de la justicia de meno-
res y no sean tratados como adultos. El

Comité recomienda que el Estado Parte apro-
veche la actual revisión del Código Penal
para introducir modificaciones importantes en
la legislación. 

3. Principios generales (artículos 2, 3, 6 y
12) El derecho a la no discriminación 

30. Si bien el Comité toma nota de las firmes
disposiciones constitucionales contra la dis-
criminación en el Estado Parte, expresa su
preocupación, no obstante, por que los niños
y sus familias que pertenecen a grupos étni-
cos minoritarios en una región determinada
o que no dominan en la administración de la
región, hayan de hacer frente a la discrimi-
nación. Al Comité le preocupa, además, que
las niñas y los niños con discapacidad se en-
frenten a una discriminación generalizada,
entre otros aspectos, en lo que respecta a su
acceso a la educación. Al Comité le preocupa
también que la discriminación de las muje-
res y de los adultos con discapacidad limiten
las oportunidades de las niñas y de los niños
con discapacidad de lograr el pleno respeto
de sus derechos. 

31. El Comité recomienda que el Estado
Parte adopte las nuevas medidas necesarias
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para fortalecer la aplicación de las disposi-
ciones contrarias a la discriminación que fi-
guran en la Constitución, con especial
hincapié en la situación de los niños proce-
dentes de los grupos étnicos que sean mino-
ritarios en una provincia determinada, las
niñas, los niños con discapacidad, y en 
la discriminación de las mujeres. El Comité
recomienda que el Estado Parte solicite la
asistencia del UNICEF a este respecto. 

La vida, la supervivencia y el desarrollo 

32. El Comité se suma al Estado Parte en la
expresión de su preocupación por el respeto
insuficiente de los derechos del niño a la vida,
la supervivencia y el desarrollo en el Estado
Parte (véase el párrafo 39 del informe del
Estado Parte). 

33. El Comité insta al Estado Parte a seguir
realizando todos los esfuerzos necesarios por
lograr el respeto de los derechos del niño a
la vida, la supervivencia y el desarrollo, en-
tre otras medidas mediante un mayor desa-
rrollo económico, el fortalecimiento de la
infraestructura social y las actividades des-
tinadas a mitigar la pobreza. El Comité re-
comienda que el Estado Parte preste especial
atención a los niños de las zonas rurales y a

los niños de los refugiados y desplazados in-
ternos. 

4. Derechos y libertades civiles (artículos
7, 8, 13 a 17 e inciso a) del artículo 37) 

Inscripción de los nacimientos 

34. El Comité se suma al Estado Parte en la
expresión de su honda preocupación por el
bajo índice de inscripción de los nacimien-
tos en el Estado Parte. 

35. El Comité recomienda que el Estado
Parte continúe e intensifique sus actuales 
esfuerzos por establecer estructuras institu-
cionales, por ejemplo, mediante la utilización
de centros móviles de inscripción, para ga-
rantizar que se inscriban todos los naci-
mientos en el país. El Comité recomienda,
además, que se organicen campañas de in-
formación de la población sobre las condi-
ciones de inscripción de los nacimientos. 

El derecho a ser oído y la libertad de expre-
sión 

36. Si bien el Comité toma nota de las re-
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cientes modificaciones del Código de Familia
que concede a los niños el derecho a ser 
oídos en casos de divorcio, y la creación de
un Foro de los Niños, expresa su preocupa-
ción por que el derecho del niño a ser oído 
no sea suficientemente respetado, en espe-
cial, en las zonas rurales. Al Comité le pre-
ocupa, además, que no siempre se permita a
los niños pequeños y adolescentes expresar
libremente sus opiniones. Aunque toma nota
de los considerables avances logrados en el
último decenio, al Comité le sigue preocu-
pando que no se respete plenamente una am-
plia gama de derechos humanos del adulto y
que esta situación pueda crear una situación
en la que los derechos y libertades civiles de
los niños tampoco sean plenamente respe-
tados. 

37. El Comité recomienda que el Estado
Parte intensifique sus esfuerzos por garanti-
zar el derecho de los niños a ser oídos. El
Comité recomienda, además, que el Estado
Parte haga todos los esfuerzos necesarios 
por garantizar que el derecho de los niños 
y adolescentes de expresar sus opiniones, 
por ejemplo, mediante manifestaciones pa-
cíficas, sea respetado y que se dé a las re-
comendaciones del Foro de los Niños un
seguimiento apropiado. El Comité reco-
mienda también que el Estado Parte haga

más esfuerzos por garantizar el respeto ge-
neral de los derechos humanos de los adul-
tos. El Comité recomienda que el Estado
Parte solicite la asistencia del UNICEF a este
respecto. 

Castigos corporales 

38. Si bien el Comité toma nota de las me-
didas provisionales del Ministerio de
Educación que prohíben la aplicación de los
castigos corporales en las escuelas, sigue pre-
ocupado porque, en la práctica, los castigos
físicos siguen siendo habituales en las es-
cuelas y en el seno de la familia. 

39. A la luz del párrafo 2 del artículo 28 de
la Convención, el Comité recomienda que el
Estado Parte prohíba permanentemente todas
las formas de castigos corporales, tanto en la
escuela como en la familia, entre otras cosas,
aplicando la legislación correspondiente, 
por medio de actividades de sensibilización
de los padres, personal docente y otros gru-
pos pertinentes y mediante la formación de
los maestros en otro tipo de sanciones disci-
plinarias que no sean perjudiciales para los
niños. El Comité recomienda que, a este 
respecto, el Estado Parte considere la posi-
bilidad de aprovechar el actual proceso de 
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redacción de un nuevo código penal. El
Comité recomienda, además, que se esta-
blezcan mecanismos que permitan a los ni-
ños informar sobre los castigos corporales y
denunciarlos. 

5. Entorno familiar y otro tipo de tutela
(artículos 5, párrafos 1 y 2 del artículo
18, artículos 9 a 11, 19 a 21, 25, párrafo
4 del artículo 27 y artículo 39) 

Unidad de la familia y nivel de vida 

40. Si bien el Comité reconoce los esfuerzos
que realiza el Estado Parte por mitigar la po-
breza, sigue preocupado porque muchas fa-
milias sufren los problemas ocasionados por
el desplazamiento de la población, el conflicto
armado, la sequía, la pobreza y la enferme-
dad. Al Comité le preocupa, además, la prác-
tica continuada de los matrimonios
precoces y forzados de niños y, en especial,
de niñas. 

41. El Comité recomienda que el Estado for-
talezca, y aplique plenamente, su programa
de alivio de la pobreza y cree programas para
fortalecer la unidad familiar, mediante la asis-
tencia, en especial, a las poblaciones des-

plazadas y a las comunidades muy pobres. El
Comité recomienda además que se hagan to-
dos los esfuerzos posibles por garantizar que
las disposiciones del nuevo Código de
Familia, que elevan la edad mínima para con-
traer matrimonio de niños y niñas a 18 años,
sean respetadas en la práctica y que se im-
pidan los matrimonios forzados. 

Reunificación familiar 

42. Al Comité le preocupa que, en el marco
del desplazamiento de población causado 
por los desastres naturales o los conflictos 
armados, muchos niños hayan sido separados
de sus familias. 

43. El Comité recomienda que el Estado
Parte continúe sus esfuerzos, y los intensifi-
que, por garantizar la reunificación familiar
y que solicite asistencia a este respecto 
del UNICEF y de la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados. 

Adopción 

44. Al Comité le preocupa que se vulneren
los derechos de los niños del Estado Parte en
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el marco de la adopción, incluida la adopción
internacional. 

45. A la luz del artículo 21 y de otras dispo-
siciones pertinentes de la Convención, el
Comité recomienda que el Estado Parte
adopte nuevas medidas, mediante la legis-
lación interna y los procedimientos de 
aplicación, para proteger y promover los de-
rechos del niño en el marco de la adopción
y considere la posibilidad de adherirse al
Convenio de La Haya sobre la Protección de
los Niños y la Cooperación en Materia de
Adopción Internacional.

Violencia contra la mujer; maltrato de los
niños 

46. Al Comité le preocupa que la violencia
contra la mujer en el seno de la familia siga
siendo generalizada y siga repercutiendo ne-
gativamente en los niños. Al Comité le pre-
ocupa, en especial, que la violencia contra la
mujer en el hogar pueda dar lugar al maltrato
de los niños en la familia. 

47. El Comité recomienda que el Estado
Parte haga nuevos esfuerzos por hacer frente
a la violencia contra la mujer, y que la con-
dene también en el seno de la familia. El

Comité recomienda que el Estado Parte
adopte las medidas necesarias para vigilar y
ocuparse de la violencia y el abuso sexual u
otros malos tratos a los niños.

Separación de los padres; cuidado de los niños
y pensión de alimentos 

48. Aun tomando nota de las modificaciones
muy positivas introducidas en el Código de
Familia que, entre otras cosas, establece una
mayor igualdad que antes del padre y la ma-
dre en las situaciones de separación de la fa-
milia, al Comité le sigue preocupando que las
prácticas tradicionales y discriminatorias
puedan continuar, pese a la nueva legislación. 

49. El Comité recomienda que el Estado
Parte adopte todas las medidas necesarias
para velar por que la población conozca, res-
pete y aplique en la práctica las disposicio-
nes del nuevo Código de Familia, y por que
se establezcan estructuras para habilitar a los
padres y a los niños a reclamar las pensiones
de alimentos. 

Medidas de tutela de otro tipo 

50. Al Comité le preocupa el predominio de

51



las soluciones institucionales para prestar
asistencia a los niños en dificultades y que 
los niños que están en instituciones durante
muchos años y hasta la edad de 18 años no
reciban la educación y los conocimientos pro-
fesionales necesarios para poder ganarse la
vida al salir de la institución. 

51. Al instar al Estado Parte a evitar el re-
curso a la institucionalización de los niños
como forma de tutela de otro tipo, el Comité
recomienda que el Estado Parte vele por que
los niños de los que se ocupa el Estado o las
instituciones privadas reciban toda la asis-
tencia que necesitan, como por ejemplo la
educación y una formación profesional ade-
cuada, para que puedan ganarse el sustento
al salir de la institución.

6.  Salud básica y bienestar (artículo 6,
párrafo 3 del artículo 18, artículos 23,
24, 26 y párrafos 1 a 3 del artículo 27) 

Nivel sanitario 

52. Al Comité le preocupan hondamente los
índices extremadamente elevados de morta-
lidad infantil y las reducidas esperanzas 
de vida en el Estado Parte. Al Comité le pre-

ocupa, en especial, la gran incidencia del 
paludismo y la tuberculosis y sus efectos 
en los niños, en la precaria infraestructura 
sanitaria, el poco conocimiento del público
de los problemas de salud y la insuficiente
aplicación de la política de sanidad de 1993
y de la política social de 1994. Al Comité le
preocupa profundamente que la aplicación de
las políticas sanitarias haya sido lenta y que
sólo se hayan logrado avances limitados a este
respecto. 

53. El Comité insta al Estado Parte a que ga-
rantice un mayor acceso a los servicios de
atención primaria de la salud, que se forta-
lezca la infraestructura sanitaria nacional y
que se apliquen programas de educación en
salud pública para disminuir los índices de
mortalidad infantil y aumentar la esperanza
de vida en el Estado Parte. El Comité reco-
mienda que el Estado Parte solicite asisten-
cia a este respecto de la Organización
Mundial de la Salud, del UNICEF y del
Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo. 

Servicios sociales 

54. Al Comité le preocupa que siga sin ha-
ber servicios de asistencia social, pese a las
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disposiciones que figuran en la política social
de 1994. 

55. El Comité recomienda que el Estado
Parte haga nuevos esfuerzos por aplicar las
disposiciones de su política social de 1994
y que se actualice esta política para tener en
cuenta las circunstancias actuales. 

Niños con discapacidades 

56. Al Comité le preocupa la relativa falta de
información sobre la situación de los niños
con discapacidad en el Estado Parte y la ca-
rencia de programas en favor de estos niños.
57. El Comité recomienda que el Estado
Parte reúna urgentemente datos desglosados
sobre la cantidad y la situación de los niños
con discapacidad en Etiopía e intensifique
sus esfuerzos por hacer respetar sus derechos. 

VIH/SIDA 

58. Al Comité le preocupa el gran número de
niños con VIH/SIDA, o afectados por enfer-
medades relacionadas con el VIH/SIDA o la
muerte de los padres y otros familiares, y la
necesidad de una acción concertada del
Estado Parte. 

59. El Comité insta al Estado Parte a que
adopte medidas para mantenerse informado
de las proporciones del problema del
VIH/SIDA en el país, para reducir su pro-
pagación y prestar asistencia a los niños afec-
tados y a los niños cuyos padres y otros
familiares tienen VIH/SIDA. El Comité re-
comienda además que el Estado Parte preste
especial atención a los huérfanos a conse-
cuencia del VIH/SIDA y que vele por que los
niños con la enfermedad no sean objeto de
discriminación. El Comité recomienda que el
Estado Parte aplique, entre otras, medidas
educativas. 

La salud de los adolescentes 

60. Al Comité le preocupa la insuficiencia de
la atención de salud de los adolescentes y la
gran frecuencia de embarazos precoces en el
Estado Parte. Preocupa al Comité, además,
la frecuencia de las enfermedades de trans-
misión sexual. 

61. El Comité recomienda que el Estado
Parte adopte las medidas necesarias para me-
jorar los servicios de salud para los adoles-
centes, para reducir la frecuencia de los
embarazos precoces y la incidencia de las en-
fermedades de transmisión sexual ofreciendo,
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entre otras cosas, mejores servicios de edu-
cación en salud reproductiva y de orientación
especialmente adaptados a los niños. 

La salud mental 

62. Al Comité le preocupa que la información
sobre los problemas que guardan relación con
la salud mental sea insuficiente y que los ser-
vicios de atención de la salud mental en el
Estado Parte sean inadecuados. 

63. El Comité recomienda que el Estado
Parte haga más esfuerzos por reunir infor-
mación sobre la situación de la salud 
mental en Etiopía, por mejorar los corres-
pondientes servicios y aumentar el personal
de salud mental.

Prácticas tradicionales nocivas 

64. Aun reconociendo que se han producido
algunos avances, el Comité, no obstante, si-
gue hondamente preocupado por los informes
del Comité Nacional sobre Prácticas
Tradicionales de Etiopía (septiembre de
1998) que indican que el 72,7% de la po-
blación femenina es objeto de algún tipo de
mutilación genital. Al Comité le preocupan,

además, otras prácticas de las que informa el
Comité Nacional, entre ellas la uvulectomía,
la extracción de los dientes de leche y los ma-
trimonios forzados. 

65. El Comité insta al Estado Parte a conti-
nuar e intensificar sus actuales esfuerzos por
poner fin a las prácticas de la mutilación ge-
nital femenina, a los matrimonios precoces y
forzados y otras prácticas tradicionales no-
civas, y recomienda que el Estado Parte apro-
veche la experiencia adquirida por otros
países. 

7. Educación, esparcimiento y actividades
culturales (artículos 28, 29 y 31) 

Acceso a la educación 

66. El Comité siente una honda preocupación
por los muy bajos índices de matriculación
en la enseñanza primaria y secundaria, 
por el nivel especialmente bajo de matricu-
lación de las niñas y por el alto índice de
abandono escolar. Asimismo, preocupa al
Comité que la insuficiencia de recursos de las
autoridades escolares, las escuelas y los pa-
dres tenga un efecto negativo en la matricu-
lación de los niños y que dé lugar a que los
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niños no terminen la enseñanza primaria y se-
cundaria. 

67. El Comité recomienda que el Estado
Parte continúe en sus esfuerzos destinados a
aumentar la matriculación, a construir nue-
vas escuelas, a proporcionar mejor equipo es-
colar, mejorar la formación de los maestros y
a contratar más personal docente para me-
jorar la calidad de la educación, prestando es-
pecial atención a las regiones que más
necesitan esta asistencia. El Comité reco-
mienda que el Estado Parte adopte medidas
para contribuir a los gastos de educación, por
ejemplo, con los uniformes escolares y las
matrículas, de los niños con recursos insufi-
cientes. El Comité insta al Estado Parte a ha-
cer todos los esfuerzos necesarios por
aumentar el número de niñas matriculadas en
los ciclos de la enseñanza primaria y secun-
daria y por velar por que todos los niños ma-
triculados puedan terminar su educación. El
Comité recomienda que el Estado Parte so-
licite la asistencia del UNICEF y de la
UNESCO a este respecto.

8. Medidas especiales de protección (artí-
culos 22, 38, 39, 40, incisos b) a d) del
artículo 37, artículos 32 a 36) 

Los niños y los conflictos armados 

68. Es motivo de preocupación para el
Comité el efecto del reciente conflicto armado
en los niños, en especial, los que viven en la
región del conflicto.

69. El Comité insta al Estado Parte a que
adopte todas las medidas necesarias para 
velar por que el reciente acuerdo de paz dé
lugar a una paz duradera y que los niños sean
protegidos de las repercusiones de los con-
flictos armados. El Comité recomienda, en 
especial, que el Estado Parte vele por que 
en las deliberaciones que guardan relación
con la paz y en otras actividades se tomen 
en consideración los intereses relativos a los
derechos de los niños, y por que se continúe
con las actividades de remoción de minas. El
Comité recomienda que el Estado Parte 
solicite a este respecto la asistencia del UNI-
CEF y de la Misión de las Naciones Unidas
en Etiopía y Eritrea.
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Los niños de los refugiados y desplazados in-
ternos 

70. Al Comité le preocupa la difícil situación
a la que han de hacer frente los niños de los
refugiados y desplazados internos y sus fa-
milias en el Estado Parte, incluso en lo que
respecta a su acceso a la educación y a los
servicios de salud, así como a la reunificación
familiar. 

71. El Comité recomienda que el Estado
Parte continúe e intensifique sus esfuerzos
por prestar asistencia a los niños de los re-
fugiados y desplazados internos y a sus fa-
milias, en particular en relación con los
servicios de educación y salud, la reunifica-
ción familiar y la reinstalación. El Comité re-
comienda que el Estado Parte continúe su
cooperación con el ACNUR a este respecto.

Explotación sexual, violación, secuestro y pros-
titución 

72. Al Comité le preocupa hondamente la in-
formación recibida sobre la explotación se-
xual, la prostitución, la violación y otros
abusos sexuales de que son víctima los niños. 

73. El Comité insta al Estado Parte a hacer

frente urgentemente a las prácticas de ex-
plotación sexual, violación y otros abusos se-
xuales de los niños mediante, entre otras
cosas, la prestación de asistencia y rehabi-
litación y la reintegración social de las víc-
timas, la aplicación de la legislación, el
enjuiciamiento de los responsables de estos
actos, y el aumento de la vigilancia y de la in-
formación sobre estos incidentes. El Comité
recomienda, además, que el Estado Parte or-
ganice campañas de sensibilización a nivel
local sobre la explotación sexual y otro tipo
de abusos sexuales de niños, incluso tradu-
ciendo las correspondientes expresiones a 
las lenguas locales. El Comité recomienda
también que el Estado Parte tenga en cuenta
las recomendaciones formuladas en el
Programa de Acción aprobado en el Congreso
Mundial contra la Explotación Sexual
Comercial de los Niños, celebrado en
Estocolmo en 1996.

Los niños que viven o trabajan en la calle; el
trabajo infantil 

74. Es motivo de preocupación para el
Comité el gran número de niños que viven o
trabajan en las calles de las principales ciu-
dades del Estado Parte y la imposibilidad de
acceder a la educación, la atención de la 
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salud, la alimentación básica y el alojamiento.
Al Comité también le preocupa la cantidad
de niños que trabajan. 

75. El Comité recomienda que el Estado
Parte haga esfuerzos urgentes por proteger los
derechos de los niños que en la actualidad vi-
ven o trabajan en la calle, por ejemplo, me-
diante la educación, la atención de la salud,
la ayuda alimentaria y otro tipo de asistencia.
El Comité recomienda, además, que el
Estado Parte se ocupe de las causas que dan
lugar a que los niños terminen en la calle. El
Comité recomienda asimismo que el Estado
Parte adopte las medidas necesarias para ha-
cer frente al incremento del trabajo infantil
y para respetar y aplicar las disposiciones del
Convenio N° 182 de la OIT sobre la prohi-
bición de las peores formas de trabajo infantil
y la acción inmediata para su eliminación
(1999). El Comité recomienda que el Estado
Parte solicite asistencia de la OIT a este res-
pecto.

Justicia de menores 

76. El Comité se suma al Estado Parte en la
expresión de su preocupación por las defi-
ciencias de la infraestructura administrativa
y judicial (véase el párrafo 35 del informe del

Estado Parte). El motivo de preocupación
para el Comité es, además, que en la actua-
lidad sólo haya un tribunal de justicia de me-
nores en el país y sólo un correccional para
delincuentes juveniles, ambos situados en la
capital. El Comité señala que las causas de
los menores se ven en los tribunales penales
de adultos y expresa su preocupación porque
en tales casos los menores no dispongan de
todas las protecciones establecidas por las
normas internacionales de justicia de me-
nores. Al Comité le preocupa además que los
niños no estén separados de los adultos du-
rante la detención (véase el párrafo 31 del in-
forme del Estado Parte) y que los niños en
edades comprendidas entre los 15 y los 18
años puedan carecer de la protección prevista
por todas las normas de justicia de menores
y, con arreglo a la legislación actual, puedan
ser condenados a la pena de muerte o a ca-
dena perpetua. 

77. El Comité recomienda que el Estado
Parte modifique las prácticas de la justicia 
de menores para garantizar que se ajustan a
los principios y disposiciones de la
Convención, y a las Reglas mínimas de las
Naciones Unidas para la administración de
la justicia de menores (Reglas de Beijing), las
Directrices de las Naciones Unidas para la
prevención de la delincuencia juvenil
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(Directrices de Riad) y las Reglas de las
Naciones Unidas para la protección de los
menores privados de libertad. El Comité re-
comienda asimismo que el Estado Parte cree
nuevos tribunales de justicia de menores en
distintas regiones del país. Teniendo en
cuenta que en los tribunales penales de adul-
tos se ven las causas de los delincuentes ju-
veniles, el Comité recomienda que se imparta
formación en justicia de menores a los ma-
gistrados y otros funcionarios. El Comité re-
comienda además que se aumente la
capacidad de las instituciones correcciona-
les destinadas a los niños para cumplir con
las normas mínimas establecidas en los ins-
trumentos internacionales y que el Estado
Parte ponga en práctica las medidas que ga-
ranticen que sólo se detenga y encarcele a un
niño como medida de última instancia, por el
mínimo tiempo posible y en locales separa-
dos de los de los adultos. El Comité reco-
mienda que se modifique el Código Penal
para garantizar que todos los niños, incluso
los de edades comprendidas entre los 15 y los
18 años, se beneficien de la protección pre-
vista por las normas internacionales de jus-
ticia de menores y para garantizar que no se
condene a muerte o a cadena perpetua a ni-
ños menores de 18 años de edad. El Comité
recomienda que el Estado Parte solicite asis-
tencia de la Oficina del Alto Comisionado

para los Derechos Humanos, del Centro para
la Prevención Internacional del Delito, de la
Red Internacional de Justicia de Menores y
del UNICEF, entre otros organismos, por me-
dio del grupo de coordinación sobre asis-
tencia y asesoramiento técnicos en materia de
justicia de menores. 

Ratificación de los dos Protocolos
Facultativos 

78. El Comité recomienda que el Estado
Parte considere la posibilidad de ratificar el
Protocolo Facultativo de la Convención sobre
los Derechos del Niño relativo a la venta de
niños, la prostitución infantil y la pornogra-
fía infantil y el Protocolo Facultativo de la
Convención sobre los Derechos del Niño 
relativo a la participación de niños en con-
flictos armados. Difusión del informe, res-
puestas por escrito y observaciones finales 

79. Por último, el Comité recomienda que, a
la luz de lo dispuesto en el párrafo 6 del 
artículo 44 de la Convención, el segundo in-
forme periódico y las respuestas presentadas
por escrito por el Estado Parte se divulguen
ampliamente entre la población y se estudie
la posibilidad de publicar el informe, junto
con las observaciones finales aprobadas por
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el Comité y las actas resumidas correspon-
dientes. Ese documento debería distribuirse
ampliamente para promover el debate y el co-
nocimiento de la Convención, su aplicación

y la supervisión de ésta en la administración,
el Parlamento y el conjunto de la población,
incluidas las organizaciones no guberna-
mentales interesadas.
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